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Boletín de síntesis de las Sentencias emitidas por la Corte Interamericana1 en el  

97 Período Ordinario de Sesiones 
 
Durante el período comprendido en el presente Boletín2, la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (en adelante “la Corte” o “la Corte Interamericana”) ha emitido cinco Sentencias 
relacionadas, entre otros, con los siguientes temas: alcance del derecho a la vida respecto de la 
interpretación de los términos “concepción”, “persona” y “en general” establecidos en el artículo 
4 de la Convención Americana; prohibición de la fecundación in vitro y su afectación a los 
derechos a la vida privada, libertad personal, integridad personal, autonomía, derechos 
reproductivos y a fundar una familia; acceso a servicios de salud reproductiva y a la tecnología 
médica necesaria para ejercer la libertad reproductiva; discriminación indirecta por el impacto 
desproporcionado que la prohibición de la fecundación in vitro ocasionó en las personas por sus 
condiciones de discapacidad, género y situación económica; obligación estatal de garantizar la 
protección especial a niñas y niños en el marco de un conflicto armado no internacional; 
desapariciones forzadas en el contexto de un conflicto armado interno y su afectación a la 
integridad personal de los familiares de las víctimas; complementariedad entre el derecho 
internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario; interpretación de 
la Convención Americana a la luz de los principios de precaución y distinción del Derecho 
Internacional Humanitario; principio de complementaridad entre las jurisdicciones internas y la 
jurisdicción internacional; protección de la propiedad privada de las víctimas de conflictos 
armados internos; garantías judiciales y protección judicial, entre ellas el derecho a recurrir del 
fallo penal condenatorio ante un juez o tribunal superior, obligación estatal de suministrar 
recursos judiciales efectivos a las víctimas de conformidad con las reglas del debido proceso, 
derecho de las víctimas o sus familires al acceso a justicia, en tiempo razonable, para conocer la 
verdad de los hechos y sancionar a los responsables.   
  
A continuación se presenta una síntesis de cada una de esas Sentencias: 
 

1. Caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”). Sentencia de 20 de noviembre de 
2012. Artículos 1.1, 3, 4.1, 5.1, 5.2, 7, 8.1, 11.2, 16.1, 17, 19, 22.1 y 25.1 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos; artículos I.a), I.b) y XI de la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas; artículos 
1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y 

                                                 
1 La realización del presente boletín de jurisprudencia por la Secretaría de la Corte Interamericana, ha sido 
financiada por el Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación de España y por la Agencia Española de 
Cooperación Internacional y Desarrollo. 
 
2 Este Boletín comprende las Sentencias emitidas por la Corte Interamericana en el 97 Periodo Ordinario de 
Sesiones, celebrado del 19 al 30 de noviembre de 2012, en las cuales el Tribunal declaró la responsabilidad 
internacional de los Estados. Los textos de las decisiones señaladas en este Boletín podrán ser descargadas a 
través del sitio web: www.corteidh.or.cr 
 

http://www.corteidh.or.cr/
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artículo 7.b de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la violencia contra la Mujer. 

 
El presente caso se relaciona con las desapariciones forzadas de 26 personas registradas en un 
documento de inteligencia militar guatemalteco, conocido como el “Diario Militar”. Dichas 
desapariciones iniciaron entre 1983 y 1985 en el contexto del conflicto armado interno en 
Guatemala. Asimismo, el caso trata sobre la ausencia de una investigación efectiva sobre dichas 
desapariciones, sobre la muerte de Rudy Gustavo Figueroa Muñoz y sobre la alegada detención y 
tortura de Wendy e Igor Santizo Méndez.  
 
La República de Guatemala (en adelante “el Estado” o “Guatemala”) reconoció su 
responsabilidad internacional por: (i) las desapariciones forzadas de 26 víctimas registradas en 
el Diario Militar, cuyo paradero se desconocía al momento del sometimiento del caso y por las 
consecuentes violaciones de la Convención Americana, de la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas (en adelante “Convención Interamericana sobre Desaparición 
Forzada”) y de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura (en adelante 
“Convención Interamericana contra la Tortura”); (ii) la violación de los derechos del niño de Juan 
Pablo y Maria Quirina Armira López, quienes eran menores de edad al inicio de la ejecución de 
su desaparición forzada; (iii) la violación de la libertad de asociación de las personas 
desparecidas, por constituir la restricción de este derecho el móvil de dichas desapariciones; (iv) 
la violación de las garantías y protección judiciales, por las deficiencias en la investigación de los 
hechos; (v) la violación de la integridad personal, la protección de la familia, la libertad de 
asociación y los derechos políticos de los familiares de las víctimas de desaparición forzada.  
 
Asimismo, el Estado expresó su “aceptación parcial” respecto de las alegadas violaciones 
cometidas a partir del 9 de marzo de 1987, fecha del reconocimiento de la competencia del 
Tribunal, en perjuicio de Rudy Gustavo Figueroa Muño, Wendy Santizo Mendez y los familiares 
de ambos. El Estado también aceptó parcialmente la violación del artículo 13 de la Convención, 
en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo tratado, por la supuesta violación del derecho de 
acceso a la información, en perjuicio de los familiares de las 26 víctimas desaparecidas y de los 
familiares de Rudy Gustavo Figueroa Muñoz. 
 
El 20 de noviembre de 2012 la Corte Interamericana emitió su sentencia sobre el fondo, 
reparaciones y costas en el presente caso, en la cual aceptó el reconocimiento parcial de 
responsabilidad internacional del Estado y declaró, por unanimidad, que el Estado es 
internacionalmente responsable por las desapariciones forzadas de las 26 víctimas registradas 
en el Diario Militar, y por las consiguientes violaciones a los derechos a la libertad personal, a la 
integridad personal, a la vida y al reconocimiento de la personalidad jurídica, así como de la 
libertad de asociación (como móvil de dichas desapariciones), y de los derechos del niño de Juan 
Pablo Armira López y María Quirina Armira López. Igualmente, declaró, por unanimidad, que el 
Estado había incumplido con su deber de investigar efectivamente dichos hechos, así como la 
muerte de Rudy Gustavo Figueroa y la alegada detención y tortura de Igor y Wendy Santizo 
Méndez. El Tribunal también resolvió que el Estado es responsable internacionalmente por haber 
violado el derecho a la integridad personal de todos los familiares de las víctimas, así como, para 
algunas de éstas, el derecho de circulación y de residencia, de protección a la familia, derechos 
del niño y la libertad de asociación. 
 
 
I. Fondo  
 

a. Síntesis de los hechos del caso  
 
Entre los años 1962 y 1996 tuvo lugar un conflicto armado interno en Guatemala, durante el 
cual la desaparición forzada de personas constituyó una práctica del Estado, llevada a cabo 
principalmente por agentes de sus fuerzas de seguridad. Según la Comisión para el 
Esclarecimiento Histórico (en adelante “CEH”) las fuerzas del Estado y grupos paramilitares 
afines fueron responsables del 92% de las desapariciones forzadas registradas por dicho órgano. 
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En 1999 National Security Archive, una organización no gubernamental estadounidense, hizo 
público un documento confidencial de inteligencia estatal guatemalteca conocido como el “Diario 
Militar” (en adelante “Diario Militar”). El Diario Militar contiene, inter alia, un listado de 183 
personas con sus datos personales, afiliación a organizaciones, actividades y, en la mayoría de 
los casos, también una foto tipo carnet de la persona. Cada registro indica además las acciones 
perpetradas contra dicha persona, incluyendo, detenciones secretas, secuestros y asesinatos. 
Los hechos registrados en el Diario Militar ocurrieron entre agosto de 1983 y marzo de 1985. Por 
otro lado, en 2005 empleados de la Procuraduría de Derechos Humanos descubrieron por 
accidente, en una antigua instalación de la Policía Nacional, videos, fotos y aproximadamente 80 
millones de folios, entre otros objetos, que registran las acciones de la Policía Nacional desde 
1882 a 1997. Este cúmulo de información se le conoce como el Archivo Histórico de la Policía 
Nacional. La información contenida en este Archivo confirma y complementa lo registrado en el 
Diario Militar. 
 
En particular, en relación con las víctimas de este caso, el Diario Militar registra las detenciones 
de las 26 víctimas desaparecidas y de Rudy Gustavo Figueroa. A partir de dichas detenciones, 
las referidas 26 víctimas fueron desaparecidas entre el 22 de septiembre de 1983 y el 2 de 
marzo de 1985. De acuerdo a los datos registrados en el Diario Militar, algunas de las víctimas 
del presente caso permanecieron en cautiverio entre 15 y 106 días, una de ellas fue 
presuntamente ejecutada el mismo día de su captura y otros fueron trasladados a destinos 
desconocidos u centros de detención. De acuerdo a los códigos que utiliza el Diario Militar (cuyo 
significado ha sido interpretado por peritos y por organismos estatales), dicho documento 
también registra la ejecución de 17 de las 26 víctimas desaparecidas en el presente caso. 
Adicionalmente, en el Diario Militar se evidencia la detención de Rudy Gustavo Figueroa Muñoz, 
quien, según dicho documento, fue prensado el 12 de octubre de 1984 y cuyo cuerpo sin vida 
apareció dos meses después en la vía pública, cerca de la casa de sus padres. 
 
Tras la relevación del Diario Militar, el GAM y FAMDEGUA, organizaciones no gubernamentales, y 
el Procurador de Derechos Humanos denunciaron ante el Ministerio Público los hechos 
registrados en el referido documento. En un principio, las denuncias se distribuyeron en forma 
individual en treinta y cinco Agencias Fiscales. Posteriormente, el Ministerio Público unió los 
casos en una Fiscalía que denominó Coordinación del Diario Militar y en 2005 el expediente fue 
remitido a la Unidad de Casos Especiales y Violaciones de Derechos Humanos del Ministerio 
Público (en adelante la “Unidad Fiscal Especial”). De acuerdo al expediente de la investigación, la 
investigación se ha concentrado en dos grandes grupos de diligencias: solicitudes de información 
sobre las víctimas y, en algunos casos, sobre sus familiares a distintas entidades y oficinas 
estatales, civiles o privadas; así como citaciones y, en algunos casos, recepción de declaraciones 
a los familiares de las víctimas. En el expediente de la investigación, así como en un Informe 
sobre la investigación elaborado por el Ministerio Público se evidencian escasas diligencias de 
investigación que no pertenezcan a estos dos grupos de actividades. 
 
Por otra parte, en 2003 la Fundación de Antropología Forense de Guatemala, actuando como 
perito del Ministerio Público, inició las exhumaciones de una fosa encontrada en un antiguo 
destacamento militar. El 22 de noviembre de 2011 fueron identificados los restos de dos 
víctimas desaparecidas del presente caso: Amancio Samuel Villatoro y Sergio Saúl Linares 
Morales, encontrados en el referido destacamento militar. 
 
 

b. Conclusiones y determinaciones de la Corte respecto de la desaparición 
forzada de las 26 víctimas registradas en el Diario Militar  

 
En el presente caso no existe controversia entre las partes sobre la responsabilidad internacional 
del Estado por la desaparición forzada de las 26 víctimas. El sólo hecho del registro de las 26 
desapariciones en el Diario Militar, demuestra la participación estatal en dichas violaciones. La 
Corte señaló que la detención de las 26 presuntas víctimas implicó una afectación a la libertad, 
en el más amplio sentido del artículo 7.1 de la Convención, siendo que luego de más de 25 años 
se desconoce el paradero de 24 de las 26 víctimas. Asimismo, la Corte resaltó que en la época 
en la que iniciaron las desapariciones existía un patrón de utilización de centros clandestinos de 
detención. Además, la Corte estimó que el sometimiento de detenidos a cuerpos represivos 
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oficiales, agentes estatales o particulares que actúen con su aquiescencia o tolerancia, que 
impunemente practiquen la tortura y el asesinato, representa, por sí mismo, una infracción al 
deber de prevención de violaciones al derecho a la integridad personal y a la vida. 
Adicionalmente, la Corte señaló que las 26 víctimas desaparecidas han sido puestas en una 
situación de indeterminación jurídica, que ha impedido la posibilidad de ser titular o ejercer en 
forma efectiva sus derechos en general, lo cual implica una violación de su derecho al 
reconocimiento de la personalidad jurídica. 
 
El Tribunal observó que Juan Pablo y María Quirina Armira López tenían 13 y 16 años, 
respectivamente, al momento del inicio de sus desapariciones. En virtud del reconocimiento total 
del Estado respecto de esta violación, la Corte consideró que el Estado incumplió su deber de 
adoptar medidas especiales de protección conforme al artículo 19 de la Convención respecto de 
las referidas dos víctimas. 
 
La Corte estableció que estas desapariciones forzadas se enmarcaron dentro del contexto del 
conflicto armado interno en Guatemala, en el cual el Estado aplicó lo que denominó la “Doctrina 
de Seguridad Nacional”, con base en la cual utilizó la noción de “enemigo interno”, para incluir a 
“todas aquellas personas que se identifica[ban] con la ideología comunista o que pertenecieron a 
una organización -sindical, social, religiosa, estudiantil-, o a aquéllos que por cualquier causa no 
estuvieran a favor del régimen establecido”. 
 
La Corte Interamericana destacó la gravedad de los hechos sub judice ocurridos a partir de 
1983, los cuales se enmarcan dentro de una práctica de Estado sistemática de desapariciones 
forzadas. La Corte destacó que la existencia de documentos oficiales como el Diario Militar 
evidencia la organización y planificación con la que se realizaban las desapariciones forzadas, así 
como la coordinación existente entre las autoridades políticas y/o militares de alto nivel. En 
consecuencia, la Corte determinó que Guatemala violó los artículos 7, 5.1, 5.2, 4.1 y 3 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, así como los 
artículos I.a) y XI de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada, en perjuicio de 
las 26 víctimas desaparecidas y adicionalmente en relación con el artículo 19 de la Convención, 
en perjuicio de Juan Pablo y María Quirina Armira López. La Corte consideró que no procedía 
declarar el incumplimiento del artículo II de la Convención Interamericana sobre Desaparición 
Forzada. 
 
Adicionalmente, la Corte señaló que no tenía competencia para pronunciarse respecto a la 
alegada violación de artículo 13 de la Convención en perjuicio de las 26 víctimas desaparecidas. 
No obstante, tomando en cuenta el reconocimiento del Estado, el Tribunal concluyó que las 
desapariciones forzadas de las víctimas de este caso, como parte de la política contrainsurgente 
del Estado, tenían la finalidad de desarticular los movimientos u organizaciones a los que 
presuntamente pertenecían las víctimas y que el Estado identificaba como proclives a la 
“insurgencia”. Precisamente el factor común en los registros del Diario Militar de las 26 víctimas 
desaparecidas era su presunta calidad de miembro o relación a un grupo considerado como 
opositor y/o insurgente por las fuerzas de seguridad del Estado. Por tanto, el Tribunal concluyó 
que las desapariciones forzadas de las 26 víctimas registradas en el Diario Militar tuvieron como 
propósito restringir el ejercicio de su derecho a asociarse libremente, en violación del artículo 16 
de la Convención. 
 
 

c. Conclusiones y determinaciones de la Corte respecto de la obligación de 
investigar las desapariciones forzadas, alegadas detenciones y torturas y una 
presunta ejecución  

 
La Corte recordó que, en virtud de su competencia ratione temporis, solamente podía 
pronunciarse sobre aquellos hechos relativos a las investigaciones que hubieran ocurrido luego 
del 9 de marzo de 1987. 
 

c.1. Investigación de las desapariciones forzadas de las 26 víctimas desaparecidas y la 
muerte de Rudy Gustavo Figueroa Muñoz 
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El Tribunal consideró que, a pesar de haber tenido conocimiento de las desapariciones forzadas 
de al menos 18 de las víctimas del presente caso, por medio de la interposición formal de 
recursos judiciales, denuncias o pronunciamientos oficiales, el Estado no actuó de manera 
consecuente con su deber de iniciar inmediatamente una investigación ex officio de dichas 
violaciones, antes de la aparición del Diario Militar. 
 
En relación con la investigación iniciada en 1999, luego de la revelación del Diario Militar, la 
Corte concluyó que el Estado no ha desarrollado una investigación de los hechos del presente 
caso con debida diligencia, en virtud de que: la mayoría de las diligencias han estado orientadas 
a la obtención de información sobre las víctimas; existió un retardo injustificado en la 
acumulación de la investigación; ha habido una falta de colaboración del Ministerio de la Defensa 
que ha obstruido el avance de las investigaciones, y se ha incurrido en omisiones serias en 
cuanto a la utilización de la prueba que obra en el expediente. Además, la Corte consideró que el 
Estado no ha desarrollado las diligencias mínimas necesarias que exige su obligación de 
investigar lo muerte de Rudy Gustavo Figueroa Muñoz. 
 
La Corte constató que desde la fecha de reconocimiento de competencia del Tribunal hasta la 
presente fecha han transcurrido 25 años y 8 meses, así como 13 años y 6 meses desde la 
aparición del Diario Militar, en los cuales la investigación de los hechos del presente caso no ha 
avanzado de la fase inicial de investigación ante el Ministerio Público. Al respecto, la Corte 
consideró que una demora prolongada, como la que se ha dado en este caso, constituye en 
principio, por sí misma, una violación a las garantías judiciales. 
 
El Tribunal enfatizó que las violaciones cometidas en este caso, se enmarcan en un patrón 
sistemático de denegación de justicia y de impunidad. En virtud de las consideraciones 
anteriores, la Corte consideró que el Estado incumplió su deber de garantizar los derechos 
consagrados en los artículos 7, 5.1, 5.2, 4.1 y 3 de la Convención Americana a través de una 
investigación efectiva de las desapariciones forzadas y de la muerte de Rudy Gustavo Figueroa 
Muñoz, en relación con los artículos 1.1 de la misma y los artículos 1, 6 y 8 de la Convención 
Interamericana contra la Tortura, en perjuicio de Rudy Gustavo Figueroa Muñoz, y 
conjuntamente con el artículo I.b) de la Convención sobre Desaparición Forzada de Personas, en 
perjuicio de las 26 víctimas desaparecidas. Asimismo, la Corte concluyó que debido a la ausencia 
de una investigación efectiva de los hechos, juzgamiento y sanción de los responsables, el 
Estado violó los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial, consagrados en los 
artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, así 
como con los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la Tortura, en perjuicio 
de Rudy Gustavo Figueroa Muñoz, y también en relación con el artículo I.b) de la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, en perjuicio de los familiares de las 
víctimas desaparecidas. 
 

c.2 Obligación de investigar la alegada detención y tortura de Wendy e Igor Santizo 
Méndez 

 
La Corte observó que Wendy Santizo Méndez declaró ante el Ministerio Público el 11 de junio de 
1999, en el marco de la investigación sobre la desaparición forzada de su madre, sobre las 
alegadas detención, tortura y violación sexual de las cuales fue presuntamente víctima al 
momento de la captura de su madre. La Corte destacó que al tener noticia de las alegadas 
violaciones en contra de Wendy Santizo Méndez, se originó la obligación estatal de iniciar una 
investigación de estos hechos ex officio. Si bien dicha investigación forma parte de la 
investigación del Diario Militar, no consta la realización de diligencias particulares sobre las 
alegadas tortura, detención y violación sexual de Wendy Santizo Méndez. La Corte resaltó que 
existen datos concretos en el expediente a los cuales no se ha hecho el debido seguimiento. En 
consecuencia, la Corte consideró que el Estado incumplió con su deber de investigar -y con ello 
su deber de garantizar- los derechos consagrados en los artículos 5.1, 5.2, 7.1 y 11.2 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, con el artículo 7.b de la 
Convención Belém do Pará y los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana contra la 
Tortura, en perjuicio de Wendy Santizo Méndez. 
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Adicionalmente, la Corte resaltó que en su declaración ante el Ministerio Público Wendy Santizo 
Méndez indicó que su hermano, Igor Santizo Méndez, habría sido detenido y objeto, inter alia, 
de presuntos simulacros de fusilamiento. Tal como se describió en el caso de Wendy Santizo 
Méndez, la investigación de dichos hechos sería parte de la investigación general del Diario 
Militar, dentro de la cual el Estado no ha tomado medidas específicas para su esclarecimiento. 
En consecuencia, la Corte consideró que el Estado incumplió con su deber de investigar -y con 
ello su deber de garantizar- los derechos consagrados en los artículos 5.1, 5.2, y 7.1 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, con los artículos 1, 6 y 8 de 
la Convención Interamericana contra la Tortura, en perjuicio de Igor Santizo Méndez. 
 
 

d. Conclusiones y determinaciones de la Corte respecto a las violaciones en 
perjuicio de los familiares de Rudy Gustavo Figueroa Muñoz y de las 26 víctimas 
desaparecidas  

 
d.1. Respecto al derecho a la integridad personal 

 
En el presente caso, la Corte señaló que había quedado demostrado que las circunstancias 
existentes han generado a los familiares de las víctimas sentimientos de tristeza, frustración, 
impotencia, inseguridad y angustia. En consecuencia, la Corte consideró que el Estado violó el 
derecho a la integridad personal establecido en el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención Americana, 
en relación con el artículo 1.1. del mismo instrumento, en perjuicio de los familiares de las 
víctimas desaparecidas y de Rudy Gustavo Figueroa Muñoz, identificados en el Anexo de la 
Sentencia. 
 
Adicionalmente, en relación con las alegadas amenazas sufridas por los familiares de las 
víctimas, el Tribunal observó que, de la prueba aportada por las partes, sólo se desprende que 
los familiares de Alfonso Alvarado Palencia fueron amenazados en el año 2004 para que no 
continuaran con las actividades de denuncia y búsqueda de su ser querido. El Tribunal consideró 
que ello constituye una violación adicional del derecho a la integridad personal de dichas 
personas. 
 

d.2. Respecto al derecho a conocer la verdad 
 
El Tribunal señaló que correspondía hacer un pronunciamiento específico sobre el derecho a 
conocer la verdad de los familiares de las víctimas registradas en el Diario Militar. En particular, 
la Corte resaltó que el Ministerio de la Defensa negó a la CEH la existencia de documentos tales 
como el Diario Militar, el cual apareció por vías extraoficiales tres meses después de que dicha 
comisión publicara su informe final. De acuerdo a la CEH, esta ausencia de información impactó 
desfavorablemente en el cumplimiento de su mandato, por lo cual no pudo, inter alia, 
determinar con precisión la cadena de mando respecto a las desapariciones forzadas cometidas 
durante el conflicto. Teniendo en cuenta que los hechos propios de este caso se desarrollaron 
dentro de un conflicto armado no internacional, el esclarecimiento de la verdad de lo sucedido 
adquiere una relevancia particular. La Corte señaló que, al impedir a los familiares el 
esclarecimiento de la verdad histórica, a través de la CEH, la vía extrajudicial establecida por el 
propio Estado en los Acuerdos de Paz y la Ley de Reconciliación Nacional, sumado a la 
impunidad presente en este caso, el Estado violó el el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención 
Americana, en perjuicio de los familiares de Rudy Gustavo Figueroa Muñoz y de las víctimas 
desaparecidas. 
 

d.3. Respecto al derecho de circulación y de residencia 
 
La Corte analizó los casos de los desplazamientos ocurridos con posterioridad a la aceptación de 
la competencia de la Corte, el 9 de marzo de 1987, o que continuaban para esa fecha y en los 
cuales exista evidencia de una imposibilidad de regreso atribuible al Estado. En este sentido 
observó que no se desprendía del expediente una relación de causalidad directa e inmediata 
entre los desplazamientos de los familiares ocurridos luego del 9 de marzo de 1987 y las 
desapariciones forzadas de sus familiares o un posible riesgo a sus derechos a la vida o a la 
integridad personal que fuera atribuible al Estado. En relación con los alegados desplazamientos 
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que continuaban luego del 9 de marzo de 1987, la Corte constató que, solamente en el caso de 
la familia de José Miguel Gudiel Álvarez, se demostró que los familiares se encontraban 
imposibilitados a regresar luego de dicha fecha. En consecuencia, la Corte concluyó que 
Guatemala incumplió con su obligación de proveer las condiciones necesarias para facilitar un 
retorno voluntario, digno y seguro a Florentín Gudiel Ramos, María Agripina Álvarez y sus hijos 
Makrina, José Francisco, Florentín y Ana Patricia Gudiel Álvarez a Guatemala luego del 9 de 
marzo de 1987. 
 

d.4. Respecto a la protección a la familia y los derechos del niño 
 
La Corte consideró que los alegatos planteados por los representantes, en relación con estos 
derechos, se refieren a afectaciones que, en lo sustancial, fueron examinadas por la Corte al 
analizar la violación al derecho a la integridad personal de los familiares de las víctimas en el 
presente caso, por lo que no estimó necesario hacer un pronunciamiento adicional al respecto. 
Sin perjuicio de lo anterior, la Corte constató que Marlyn Carolina, Juan Carlos y José Geovany 
Hernández Escobar, permanecieron separados de su madre Reyna de Jesús Escobar Rodríguez 
como consecuencia del temor experimentado por ésta quien “tuvo que esconderse como medida 
de protección” luego de la desaparición de su esposo en 1985. Dicha separación se dio por un 
período de cinco años, dos de los cuales se encuentran dentro de la competencia de la Corte. Por 
consiguiente, la Corte concluyó que el Estado era responsable por la violación del artículo 17 de 
la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Reyna de Jesús 
Escobar Rodríguez, Marlyn Carolina, Juan Carlos y José Geovany Hernández Escobar, así como 
en relación con el artículo 19 de la Convención, en perjuicio de estos tres últimos, quienes eran 
menores de edad. 
 

d.5. Respecto de las libertades de Asociación y de Expresión 
 
Teniendo en cuenta el reconocimiento de responsabilidad del Estado, la Corte constató que los 
miembros del Grupo de Apoyo Mutuo se vieron sometidos a una situación de riesgo y 
persecución, debido a las acciones de búsqueda de justicia y defensa de los derechos humanos 
emprendidas por dicha organización. Dicha situación se prolongó tras la aceptación de la 
competencia de la Corte hasta al menos 1993. En virtud de lo anterior, el Tribunal concluyó que 
el Estado violó el derecho a la libertad de asociación, en perjuicio de los familiares de las 
víctimas desaparecidas que eran miembros del Grupo de Apoyo Mutuo o aquellos sobre los 
cuales existe evidencia que decidieron no participar en asociaciones de este tipo, debido al temor 
que les generaba la situación de riesgo que ello representaba. 
 
 
II. Reparaciones y Costas  
 
Respecto de las reparaciones, la Corte estableció que su Sentencia constituye per se una forma 
de reparación y, adicionalmente, ordenó al Estado: (i) iniciar, continuar y realizar las 
investigaciones y procesos necesarios, en un plazo razonable, con el fin de establecer la verdad 
de los hechos, así como de determinar y, en su caso, sancionar a los responsables de las 
desapariciones forzadas de las 26 víctimas, así como de la muerte de Rudy Gustavo Figueroa 
Muñoz y la alegada detención y tortura sufrida por Wendy e Igor Santizo Méndez; (ii) efectuar, a 
la mayor brevedad, una búsqueda seria, en la cual realice todos los esfuerzos para determinar el 
paradero de las 24 víctimas aún desaparecidas a la mayor brevedad; (iii) brindar, de forma 
inmediata, el tratamiento psicológico o psiquiátrico a las víctimas que así lo soliciten y, de ser el 
caso, pagar la suma establecida por concepto de gastos por tratamiento psicológico o 
psiquiátrico para aquellas víctimas que residan fuera de Guatemala; (iv) publicar el presente 
resumen oficial de la Sentencia, por una sola vez, en el Diario Oficial y en un diario de amplia 
circulación nacional, y la totalidad de la Sentencia en un sitio web oficial; (v) realizar un 
documental audiovisual sobre las víctimas y los hechos del presente caso, el contexto en el que 
se desarrollaron y la búsqueda de justicia de sus familiares; (vi) construir un parque o plaza en 
honor a la memoria de las víctimas del presente caso, que sirva a los familiares como un espacio 
donde recordar a sus seres queridos, y (vii) pagar las cantidades fijadas en la Sentencia por 
concepto de indemnizaciones por daños materiales e inmateriales, y por el reintegro de costas y 
gastos. 
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El texto íntegro de la Sentencia se puede consultar en el siguiente enlace: 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_253_esp1.pdf   
 
 
 

 
2. Caso Mohamed Vs. Argentina. Sentencia de 23 de noviembre de 2012. Artículos 

1.1, 2 y 8.2.h.  de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
 
 
El 23 de noviembre de 2012 la Corte Interamericana emitió la Sentencia, en la cual desestimó la 
excepción preliminar interpuesta por el Estado, y declaró, por unanimidad, que el Estado es 
internacionalmente responsable por haber violado el derecho a recurrir del fallo, consagrado en 
el artículo 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con los 
artículos 1.1 y 2 de dicho tratado, en perjuicio de Oscar Alberto Mohamed. La Corte determinó la 
responsabilidad internacional del Estado por no haber garantizado al señor Oscar Alberto 
Mohamed el derecho a recurrir del fallo penal condenatorio. El señor Mohamed fue condenado 
como autor del delito de homicidio culposo mediante sentencia emitida el 22 de febrero de 1995 
por el tribunal en segunda instancia, la cual revocó el fallo absolutorio que había proferido el 
juzgado de primera instancia. 
  
I.Excepción Preliminar  
 
El Estado interpuso una excepción preliminar solicitando que se rechacen las alegaciones de los 
representantes de la presunta víctima relativas a la violación del derecho protegido en el artículo 
8.4 de la Convención Americana debido a que la estaban invocando “por primera vez en el 
presente proceso internacional”, con lo cual se habría negado a Argentina la oportunidad de 
darle tratamiento y debida respuesta de acuerdo al carácter subsidiario del derecho 
internacional. 
 
La Corte reiteró su jurisprudencia constante en la cual ha establecido que las presuntas víctimas 
y sus representantes pueden invocar la violación de otros derechos distintos a los comprendidos 
en el informe de fondo, siempre y cuando se atengan a los hechos contenidos en dicho 
documento. En el presente caso, los representantes alegaron la violación al principio de ne bis in 
idem argumentando que permitir la apelación de la sentencia de absolución a una parte distinta 
al imputado, es permitir una doble persecución que vulnera dicho principio. El Tribunal constató 
que esa supuesta violación al artículo 8.4 de la Convención está relacionada con los mismos 
hechos planteados por la Comisión en el Informe de Fondo, constituidos por las sentencias 
emitidas en el proceso penal seguido contra el señor Mohamed, pero calificándolos como una 
supuesta violación del principio de ne bis idem. Consecuentemente, la Corte desestimó la 
excepción preliminar interpuesta por el Estado. 
 
 
II. Fondo  
 

A) Síntesis de los hechos del caso 
 
El 16 de marzo de 1992 el señor Oscar Alberto Mohamed, quien trabajaba en la ciudad de 
Buenos Aires como conductor de una línea de colectivos, fue parte de un accidente de tránsito. 
El señor Mohamed atropelló a una señora, quien sufrió graves lesiones y falleció. 
 
Ese mismo día se inició un proceso penal contra el señor Mohamed por el delito de homicidio 
culposo. El régimen procesal penal aplicado al señor Mohamed en el proceso penal en su contra 
fue el regido por el Código de Procedimientos en Materia Penal de 1888, con sus respectivas 
modificaciones. El Fiscal Nacional de Primera Instancia en lo Criminal y Correccional Nº 14 
presentó acusación contra el señor Mohamed como autor penalmente responsable del delito de 

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_253_esp1.pdf
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homicidio culposo previsto en el artículo 84 del Código Penal. Tanto el fiscal como el abogado del 
querellante solicitaron que se le impusiera la pena de un año de prisión e inhabilitación especial 
para conducir por seis años y el pago de las costas procesales. 
 
El 30 de agosto de 1994 el Juzgado Nacional en lo Correccional No. 3 emitió sentencia, mediante 
la cual resolvió, inter alia, absolver a Oscar Alberto Mohamed del delito de homicidio culposo, 
reprimido en el artículo 84 del Código Penal. 
 
El fiscal del Ministerio Público y el representante del querellante interpusieron recursos de 
apelación contra los puntos de la sentencia relativos a la absolución y a los honorarios del 
abogado defensor. El referido juzgado concedió los recursos de apelación y ordenó elevar la 
causa al superior. El representante del querellante presentó su memorial de expresión de 
agravios sustentando el recurso de apelación interpuesto. El 22 de febrero de 1995 la Sala 
Primera de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional emitió sentencia, en 
la cual resolvió, inter alia, condenar al señor Mohamed “por encontrarlo autor penalmente 
responsable del delito de homicidio culposo a la pena de tres años de prisión, cuyo cumplimiento 
se deja en suspenso, y a ocho años de inhabilitación especial para conducir cualquier clase de 
automotor (arts. 26 y 84 del Código Penal)”, e imponer las costas de ambas instancias al 
condenado. 
 
El ordenamiento jurídico aplicado en el proceso contra el señor Mohamed no preveía ningún 
recurso penal ordinario para recurrir esa sentencia condenatoria de segunda instancia. El recurso 
disponible era el recurso extraordinario federal, previsto en el artículo 256 del Código Procesal 
Civil y Comercial de la Nación. 
 
El 13 de marzo de 1995 el defensor del señor Mohamed interpuso un recurso extraordinario 
federal contra la sentencia condenatoria ante la misma Sala Primera de la Cámara Nacional de 
Apelaciones en lo Criminal y Correccional que dictó dicha sentencia, “de conformidad con los 
arts. 256 y 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación” y “con fundamento en los 
arts. 14 y 15 de la Ley 48”. El defensor solicitó a la referida Sala que hiciera lugar al mismo y 
elevara las actuaciones al Superior y que, en la instancia superior, “se disp[usiera] la anulación 
de la sentencia definitiva […] ordenándose el dictado de un nuevo fallo conforme a derecho”. El 
defensor del señor Mohamed sostuvo en dicho recurso que se habían afectado garantías 
constitucionales que habilitaban la vía federal y, entre los motivos de agravio, se refirió a: i) el 
“defecto en la fundamentación normativa” por haber “busca[do] sustento en una normativa 
inaplicable al caso” debido a que el decreto citado en el fallo no se encontraba vigente a la fecha 
del accidente de tránsito; ii) la autocontradicción en la sentencia; iii) haberse prescindido de 
prueba decisiva; y iv) que el fallo se sustenta “en afirmaciones dogmáticas, que no se 
compadecen con los hechos ni el derecho”. 
 
El 4 de julio de 1995 la referida Sala Primera resolvió “rechazar con costas, el recurso 
extraordinario”, con base, inter alia, en que los argumentos presentados por la defensa “se 
refieren a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, que ha[bían] sido valoradas y 
debatidas en oportunidad del fallo impugnado”. El tribunal también afirmó que: 
 

[s]i bien el Tribunal ha incurrido en un error material, al citar [dicho] decreto, que no se 
hallaba vigente al momento del hecho, el reproche dirigido al procesado se basa en la 
violación del deber objetivo de cuidado en que éste incurriera, circunstancia que se halla 
debidamente acreditada en los presentes y que, por otra parte, como se ha referido 
precedentemente, no es materia de discusión por esta vía. 

 
El 17 de julio de 1995 el señor Mohamed fue despedido de su empleo como chofer de colectivo, 
en razón de “su inhabilitación penal para conducir”. 
 
El 18 de julio de 1995 el defensor del señor Mohamed interpuso un recurso de queja ante la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación “por haberse[l]e denegado el Recurso extraordinario 
interpuesto contra el fallo definitivo dictado en segunda instancia” y solicitó que se anulara la 
sentencia recurrida y se ordenara dictar un nuevo fallo. El defensor reiteró su posición sobre la 
aplicación retroactiva del Decreto 692/92 y señaló que el fallo que rechazó el recurso 
extraordinario violó el artículo 9 de la Convención Americana. El 19 de septiembre de 1995 la 
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Corte Suprema de Justicia de la Nación “desestim[ó] la queja”, indicando que “el recurso 
extraordinario, cuya denegación motiva[ba] la […] queja, [era] inadmisible (art. 280 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación”. 
 
El 27 de septiembre de 1995 el defensor del señor Mohamed interpuso un escrito ante la referida 
Corte Suprema solicitándole que revocara la decisión que desestimó el recurso de queja. Expuso, 
entre otros alegatos que, el señor Mohamed “no ha[bía] sido oíd[o] con las garantías debidas” 
configurándose una violación del artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, así como que al “hab[erse] aplicado retroactivamente una normatividad” la 
revocatoria de la sentencia absolutoria había violado, entre otros, el artículo 9 de dicha 
Convención. El 19 de octubre de 1995 la Corte Suprema de Justicia de la Nación desestimó el 
recurso interpuesto por el defensor del señor Mohamed en tanto “las sentencias del Tribunal no 
son susceptibles de reposición o revocatoria”. 
 

B. Derecho a las garantías judiciales 
 

Alegadas violaciones a los artículos 8.2.c, 8.2.d, 8.2.e, 25.2.a y 25.2.b de la 
Convención Americana 

 
La Corte no se pronunció sobre las alegadas violaciones a los artículos 8.2.d, 8.2.e, 25.2.a y 
25.2.b de la Convención Americana, puesto que los representantes no presentaron argumentos 
de derecho sobre esas alegadas violaciones y ni siquiera refirieron sobre cuáles hechos 
versarían. El Tribunal tampoco se pronunció sobre la alegada violación al derecho de defensa del 
señor Mohamed durante el proceso penal seguido en su contra, sostenida únicamente por los 
representantes, debido a que éstos basaron sus argumentos en normativa procesal penal que no 
fue aportada al acervo probatorio del presente caso. 
 

Derecho de recurrir del fallo ante un juez o tribunal superior 
 
En primer término, el Tribunal se pronunció sobre el alcance del artículo 8.2.h de la Convención 
con respecto a sentencias penales de condena emitidas al resolver un recurso contra la 
absolución, debido a que el Estado sostuvo que sería permitido establecer excepciones al 
derecho a recurrir condenas penales. La Corte estableció que el derecho a recurrir del fallo no 
podría ser efectivo si no se garantiza respecto de todo aquél que es condenado, y que resulta 
contrario al propósito de ese derecho específico que no sea garantizado frente a quien es 
condenado mediante una sentencia que revoca una decisión absolutoria. Interpretar lo contrario, 
implicaría dejar al condenado desprovisto de un recurso contra la condena. La Corte concluyó 
que, en los términos de la protección que otorga el artículo 8.2.h de la Convención Americana, el 
señor Mohamed tenía derecho a recurrir del fallo proferido por la Sala Primera de la Cámara 
Nacional de Apelaciones el 22 de febrero de 1995, toda vez que en éste se le condenó como 
autor del delito de homicidio culposo. 
 
Seguidamente, la Corte se refirió al contenido de la garantía que otorga el artículo 8.2.h de la 
Convención. La Corte resaltó que el derecho de impugnar el fallo busca proteger el derecho de 
defensa, y reiteró que el artículo 8.2.h de la Convención se refiere a un recurso ordinario 
accesible y eficaz, lo cual supone, inter alia, que: debe ser garantizado antes de que la sentencia 
adquiera la calidad de cosa juzgada; debe procurar resultados o respuestas al fin para el cual fue 
concebido; y las formalidades requeridas para que el recurso sea admitido deben ser mínimas y 
no deben constituir un obstáculo para que el recurso cumpla con su fin de examinar y resolver 
los agravios sustentados por el recurrente. 
 
Asimismo, el Tribunal indicó que, independientemente del régimen o sistema recursivo que 
adopten los Estados Partes y de la denominación que den al medio de impugnación de la 
sentencia condenatoria, para que éste sea eficaz debe constituir un medio adecuado para 
procurar la corrección de una condena errónea. Ello requiere que pueda analizar cuestiones 
fácticas, probatorias y jurídicas en que se basa la sentencia impugnada. Consecuentemente, las 
causales de procedencia del recurso deben posibilitar un control amplio de los aspectos 
impugnados de la sentencia condenatoria. Además el Tribunal consideró que, en la regulación 
que los Estados desarrollen en sus respectivos regímenes recursivos, deben asegurar que dicho 
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recurso contra la sentencia condenatoria respete las garantías procesales mínimas que, bajo el 
artículo 8 de la Convención, resulten relevantes y necesarias para resolver los agravios 
planteados por el recurrente, lo cual no implica que deba realizarse un nuevo juicio oral. 
 
Posteriormente, la Corte analizó si al señor Mohamed se le garantizó el derecho a recurrir del 
fallo condenatorio. La Corte hizo notar que no fue controvertido que el ordenamiento jurídico 
aplicado al señor Mohamed no preveía ningún recurso penal ordinario para que aquel pudiera 
recurrir la sentencia condenatoria que le fue impuesta. La decisión condenatoria de segunda 
instancia era una sentencia definitiva recurrible solamente a través de un recurso extraordinario 
federal y un posterior recurso de queja. 
 
La Corte consideró que el referido recurso extraordinario no constituye un medio de impugnación 
procesal penal sino que se trata de un recurso extraordinario regulado en el Código Procesal Civil 
y Comercial de la Nación, el cual tiene sus propios fines en el ordenamiento argentino. 
Asimismo, resaltó que las causales que condicionan la procedencia de dicho recurso están 
limitadas a la revisión de cuestiones referidas a la validez de una ley, tratado, norma 
constitucional o a la arbitrariedad de una sentencia, y excluye las cuestiones fácticas y 
probatorias, así como de derecho de naturaleza jurídica no constitucional. 
 
No obstante lo anterior y tomando en cuenta que el Estado sostuvo que el recurso extraordinario 
federal podría haber garantizado el derecho a recurrir del fallo condenatorio, la Corte efectuó 
consideraciones adicionales relativas a examinar el tratamiento que en el caso concreto dieron 
los órganos judiciales a los recursos interpuestos por el señor Mohamed. La Corte resaltó que, 
aún cuando se analice si materialmente dichos recursos habrían protegido el derecho a recurrir 
la sentencia condenatoria del señor Mohamed, las causales de procedencia del recurso 
extraordinario limitaban per se la posibilidad del señor Mohamed de plantear agravios que 
implicaran un examen amplio y eficaz del fallo condenatorio. Por consiguiente, tal limitación 
incide negativamente en la efectividad que en la práctica podría tener dicho recurso para 
impugnar la sentencia condenatoria. 
 
La Corte constató que en el presente caso el alcance limitado del recurso extraordinario federal 
quedó manifiesto en la decisión proferida por la Sala Primera de la Cámara Nacional de 
Apelaciones, la cual rechazó in limine el recurso interpuesto por el defensor del señor Mohamed 
con base en que los argumentos presentados se referían “a cuestiones de hecho, prueba y 
derecho común, que ha[bían] sido valoradas y debatidas en oportunidad del fallo impugnado”. 
 
La Corte concluyó que el sistema procesal penal argentino que fue aplicado al señor Mohamed 
no garantizó normativamente un recurso ordinario accesible y eficaz que permitiera un examen 
de la sentencia condenatoria contra el señor Mohamed, en los términos del artículo 8.2.h de la 
Convención Americana, y también constató que el recurso extraordinario federal y el recurso de 
queja no constituyeron en el caso concreto recursos eficaces para garantizar dicho derecho. 
 
Adicionalmente, la Corte concluyó que la inexistencia de un recurso judicial que garantizara la 
revisión de la sentencia de condena del señor Mohamed y la aplicación de unos recursos 
judiciales que tampoco garantizaron tal derecho a recurrir del fallo implicaron un incumplimiento 
del Estado del deber general de adecuar su ordenamiento jurídico interno para asegurar la 
realización de la garantía judicial protegida por el artículo 8.2.h de la Convención. 
 
Con base en las anteriores consideraciones, la Corte determinó que Argentina violó el derecho a 
recurrir del fallo protegido en el artículo 8.2.h de la Convención Americana, en relación con los 
artículos 1.1 y 2 de dicho tratado, en perjuicio del señor Oscar Alberto Mohamed. 
 

Alegadas violaciones a los artículos 8.1, 8.2.c y 25.1 de la Convención 
Americana 

 
La Corte no estimó necesario realizar un pronunciamiento adicional sobre las alegadas 
violaciones al derecho de defensa, al derecho a ser oído, al deber de motivar y al derecho a un 
recurso sencillo, rápido y efectivo, supuestamente derivadas de las decisiones judiciales emitidas 
por la Sala Primera de la Cámara y por la Corte Suprema de Justicia de la Nación al resolver 
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sobre la inadmisibilidad del recurso extraordinario federal y del recurso de queja, debido a que 
consideró que las alegadas afectaciones que hubiere sufrido el señor Mohamed debido a esas 
decisiones judiciales quedan comprendidas dentro de la violación al derecho a recurrir del fallo. 
 

Alegada violación al derecho protegido en el artículo 8.4 de la Convención 
Americana 

 
En cuanto a los alegatos de los representantes de que en Argentina se ha desarrollado un 
“estándar […] más protector de derechos que el que surgiría de una interpretación literal del 
texto del artículo 8.4 de la Convención”, el Tribunal indicó que no fue probado que en Argentina 
el principio de ne bis in idem está jurídicamente protegido y debe ser garantizado de forma más 
amplia que en los términos indicados en la Convención. Por lo tanto, la Corte no analizó lo 
solicitado por los representantes en cuanto al criterio de interpretación del artículo 29.b) de la 
Convención. 
 
La Corte reiteró que el principio ne bis in idem, consagrado en el artículo 8.4 de la Convención, 
se sustenta en la prohibición de un nuevo juicio sobre los mismos hechos que han sido materia 
de la sentencia dotada con autoridad de cosa juzgada. La Corte consideró que el señor Mohamed 
no fue sometido a dos juicios o procesos judiciales distintos sustentados en los mismos hechos. 
La sentencia condenatoria del señor Mohamed no se produjo en un nuevo juicio posterior a una 
sentencia firme que hubiera adquirido la autoridad de la cosa juzgada, sino que fue emitida en 
una etapa de un mismo proceso judicial penal. Por consiguiente, la Corte concluyó que el Estado 
no violó el artículo 8.4 de la Convención en perjuicio del señor Oscar Alberto Mohamed. 
 

C. Alegada violación al principio de legalidad 
 
En el presente caso el señor Mohamed fue condenado como autor del delito de homicidio culposo 
tipificado en el artículo 84 del Código Penal vigente al momento del hecho (accidente de 
tránsito). La Comisión y los representantes alegaron que se produjo una violación al principio de 
irretroactividad porque el tribunal integró el referido tipo penal con las normas del Decreto No. 
692/92 reglamentario del tránsito automotor que entró en vigencia con posteridad al hecho. 
 
El Tribunal hizo notar que tratándose de un delito culposo, cuyo tipo penal es abierto y requiere 
ser completado por el juzgador al realizar el análisis de la tipicidad, lo relevante es que en la 
sentencia se individualice el correspondiente deber de cuidado infringido con la conducta activa 
(imprudencia) u omisiva (negligencia) del imputado y que ello fuera determinante para que se 
produjera el resultado lesivo del bien jurídico tutelado. La Corte constató que entre los 
fundamentos de la sentencia condenatoria para individualizar el “deber de cuidado” exigible al 
imputado, se hizo referencia, por una parte, a las “[l]as normas de cuidado” aplicables al caso 
como “normas de práctica internacional” y, por la otra, a “principios” de tales prácticas 
contenidos en un reglamento de tránsito (Decreto Ley N° 692/92) que aún no había entrado en 
vigencia al momento del hecho. 
 
La Corte consideró que las cuestiones planteadas tratan asuntos penales que corresponde sean 
examinados por el tribunal superior que debe conocer del recurso contra el fallo condenatorio del 
señor Mohamed. Por ende, la Corte no estimó pertinente determinar si las consideraciones 
relativas a los fundamentos jurídicos de la sentencia condenatoria para completar el tipo penal 
de homicidio culposo implican o no una vulneración del artículo 9 de la Convención. 
 
 
III. Reparaciones  
 
La Corte estableció que su Sentencia constituye per se una forma de reparación y, 
adicionalmente, ordenó al Estado las siguientes reparaciones: (i) adoptar las medidas necesarias 
para garantizar al señor Oscar Alberto Mohamed el derecho a recurrir del fallo condenatorio, de 
conformidad con los parámetros convencionales establecidos en el artículo 8.2.h de la 
Convención Americana; (ii) adoptar las medidas necesarias para que los efectos jurídicos de 
referida sentencia condenatoria, y en especial su registro de antecedentes, queden en suspenso 
hasta que se emita una decisión de fondo garantizando el derecho del señor Oscar Alberto 
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Mohamed a recurrir del fallo condenatorio; (iii) publicar, en un plazo de seis meses, contado a 
partir de la notificación de la presente Sentencia: a) el resumen oficial de la presente Sentencia 
elaborado por la Corte, por una sola vez en el diario oficial; b) el resumen oficial de la presente 
Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en un diario de amplia circulación nacional, y 
c) la presente Sentencia en su integridad, disponible por un período de un año, en un sitio web 
oficial; (iv) pagar las cantidades fijadas en la Sentencia por concepto de indemnización por daño 
material e inmaterial, y por el reintegro de costas y gastos, así como reintegrar al Fondo de 
Asistencia Legal de Víctimas de la Corte Interamericana la cantidad establecida en la Sentencia. 
 
El texto íntegro de la Sentencia se puede consultar en el siguiente enlace: 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_255_esp.pdf  
 
 

3. Caso Artavia Murillo y otros (“Fecundacion in vitro”) Vs. Costa Rica. Sentencia 
de 28 de noviembre de 2012. Artículos 1.1, 5.1, 7, 11.2 y 17.2 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. 

 
El presente caso se relaciona los efectos de la sentencia emitida por la Sala Constitucional de la 
Corte Suprema de Costa Rica de 15 de marzo de 2000, mediante la cual se declaró 
inconstitucional el Decreto Ejecutivo No. 24029-S, en el cual se regulaba la técnica de 
Fecundación In Vitro (FIV) en el país. Esta sentencia implicó que se prohibiera la FIV en Costa 
Rica, y en particular, generó que algunas de las víctimas del presente caso debieran interrumpir 
el tratamiento médico que habían iniciado, y que otras se vieron obligadas a viajar a otros países 
para poder acceder a la FIV. 
 
El 28 de noviembre de 2012 la Corte Interamericana emitió la Sentencia, en la cual desestimó 
las excepciones preliminares interpuesta por el Costa Rica (en adelante el “Estado”). Asimismo, 
la Corte declaró a Costa Rica responsable internacionalmente por haber vulnerado el derecho a 
la vida privada y familiar y el derecho a la integridad personal en relación con la autonomía 
personal, a la salud sexual, el derecho a gozar de los beneficios del progreso científico y 
tecnológico y el principio de no discriminación, consagrados en los artículos 5.1, 7, 11.2 y 17.2 
en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana en perjuicio de Grettel Artavia Murillo, 
Miguel Mejías Carballo, Andrea Bianchi Bruna, German Alberto Moreno Valencia, Ana Cristina 
Castillo León, Enrique Acuña Cartín, Ileana Henchoz Bolaños, Miguel Antonio Yamuni Zeledón, 
Claudia María Carro Maklouf, Víktor Hugo Sanabria León, Karen Espinoza Vindas, Héctor Jiménez 
Acuña, Maria del Socorro Calderón P., Joaquinita Arroyo Fonseca, Geovanni Antonio Vega, Carlos 
E. Vargas Solórzano, Julieta González Ledezma y Oriester Rojas Carranza. 
  
I.Excepciones preliminares  
 
El Estado interpuso tres expeciones preliminares: i) la falta de agotamiento de recursos internos; 
ii) la extemporaneidad de la petición presentada por Karen Espinoza y Héctor Jiménez, y iii) la 
incompetencia de la Corte Interamericana para conocer de hechos sobrevinientes a la 
presentación de la petición. 
 
Al analizar su procedencia, la Corte desestimó las tres excepciones preliminares interpuestas por 
Costa Rica: i) respecto a la expeción preliminar de previo agotamiento de los recursos internos, 
el Tribunal manifestó que era irrazonable exigir a las víctimas que tuvieran que seguir agotando 
recursos de amparo si la más alta instancia judicial en materia constitucional se había 
pronunciado sobre los aspectos específicos que controvierten las presuntas víctimas¡, y que la 
función de dicho recurso en el ordenamiento jurídico interno no era idónea para proteger la 
situación jurídica infringida y, en consecuencia, no podía ser considerado como un recurso 
interno que debió ser agotado; ii) con relación a la excepción de extemporaneidad de la petición 
presentada por Karen Espinoza y Héctor Jiménez, el Tribunal destacó que el presente caso exigía 
una interpretación del requisito de los 6 meses establecido en el artículo 46.1.b, por cuanto una 
pareja podía tomar meses o años en decidir si acude a una determinada técnica de reproducción 
asistida o a otras alternativas, de manera que no era posible generar en las presuntas víctimas 
una carga de tomar una decisión de presentar una petición ante el Sistema Interamericano en 
un determinado periodo de tiempo, y iii) por último, sobre la excepción de la incompetencia de 

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_255_esp.pdf
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la Corte Interamericana para conocer de hechos sobrevinientes a la presentación de la petición, 
el Tribunal consideró que no correspondía pronunciarse de forma preliminar sobre el marco 
fáctico del caso, ya que dicho análisis correspondía al fondo del caso. 
 
 
II. Fondo  
 

a. Síntesis de los hechos principales  
 
La infertilidad puede ser definida como la imposibilidad de alcanzar un embarazo clínico luego de 
haber mantenido relaciones sexuales sin protección durante doce meses o más. Las técnicas o 
procedimientos de reproducción asistida son un grupo de diferentes tratamientos médicos que se 
utilizan para ayudar a las personas y parejas infértiles a lograr un embarazo, las cuales incluyen 
“la manipulación, tanto de ovocitos como de espermatozoides, o embriones […] para el 
establecimiento de un embarazo”. Por su parte, la FIV es “un procedimiento en el cual los óvulos 
de una mujer son removidos de sus ovarios, ellos son entonces fertilizados con esperma en un 
procedimiento de laboratorio, una vez concluido esto el óvulo fertilizado (embrión) es devuelto al 
útero de la mujer”. Esta técnica se aplica cuando la infertilidad se debe a la ausencia o bloqueo 
de las trompas de Falopio de la mujer, es decir, cuando un óvulo no puede pasar hacia las 
trompas de Falopio para ser fertilizado y posteriormente implantado en el útero, o en casos 
donde la infertilidad recae en la pareja de sexo masculino, así como en los casos en que la causa 
de la infertilidad es desconocida. Las fases que se siguen durante el la FIV son las siguientes: i) 
inducción a la ovulación; ii) aspiración de los óvulos contenidos en los ovarios; iii) inseminación 
de óvulos con espermatozoides; iv) observación del proceso de fecundación e incubación de los 
embriones, y v) transferencia embrionaria al útero materno. 
 
El primer nacimiento de un bebe producto de la FIV ocurrió en Inglaterra en 1978. En 
Latinoamérica, el nacimiento del primer bebe producto de la FIV y la transferencia embrionaria 
fue reportado en 1984 en Argentina. Desde que fuera reportado el nacimiento de la primera 
persona como resultado de Técnicas de Reproducción Asistida (en adelante “TRA”), “cinco 
millones de personas han nacido en el mundo gracias a los avances de esta [tecnología]”. 
Asimismo, “[a]nualmente, se realizan millones de procedimientos de TRA. Las estimaciones para 
2008, comprenden 1.600.000 tratamientos que dieron origen a 400.000 personas nacidas entre 
2008 y septiembre de 2009” en el mundo. En Latinoamérica “se estima que entre 1990 y 2010 
150.000 personas han nacido” de acuerdo con el Registro Latinoamericano de Reproducción 
Asistida. 
 
En Costa Rica, el Decreto Ejecutivo No. 24029-S de 3 de febrero de 1995, emitido por el 
Ministerio de Salud, autorizaba la práctica de la FIV para parejas conyugales y regulaba su 
ejecución. En su artículo 1° el Decreto Ejecutivo regulaba técnicas de reproducción asistida entre 
cónyuges, y establecía reglas para su realización. La FIV fue practicada en Costa Rica entre 1995 
y 2000 y en ese lapso nacieron 15 costarricenses. 
 
El 7 de abril de 1995 se presentó una acción de inconstitucionalidad contra dicho Decreto 
Ejecutivo, utilizando diversos alegatos sobre violación del derecho a la vida. El 15 de marzo de 
2000, la Sala Constitucional de la Corte Suprema emitió sentencia, mediante la cual declaró “con 
lugar la acción [y] se anula por inconstitucional […] el Decreto Ejecutivo No. 24029-S”. Las 
razones esgrimidas por la Sala Constitucional para motivar su decisión fueron, en primer lugar, 
la “infracción del principio de reserva legal”, debido a que concluyó que el Decreto Ejecutivo 
regulaba el “derecho a la vida y a la dignidad del ser humano”, razón por la cual “[l]a regulación 
de estos derechos por el Poder Ejecutivo resulta[ba] incompatible con el Derecho de la 
Constitución”, por cuanto “solamente mediante ley formal, emanada del Poder Legislativo por el 
procedimiento previsto en la Constitución para la emisión de las leyes, es posible regular y, en 
su caso, restringir los derechos y libertades fundamentales”. En segundo lugar, la Sala 
Constitucional determinó que las prácticas de FIV “atentan claramente contra la vida y la 
dignidad del ser humano”, por cuanto: i) “[e]l ser humano es titular de un derecho a no ser 
privado de su vida ni a sufrir ataques ilegítimos por parte del Estado o de particulares, pero no 
sólo eso: el poder público y la sociedad civil deben ayudarlo a defenderse de los peligros para su 
vida”; ii) “en cuanto ha sido concebida, una persona es una persona y estamos ante un ser vivo, 
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con derecho a ser protegido por el ordenamiento jurídico”, y iii) “como el derecho [a la vida] se 
declara a favor de todos, sin excepción, debe protegerse tanto en el ser ya nacido como en el 
por nacer”. 
 
Finalmente, la Sala Constitucional concluyó: 
 

El embrión humano es persona desde el momento de la concepción, por lo que no puede ser 
tratado como objeto, para fines de investigación, ser sometido a procesos de selección, 
conservado en congelación, y lo que es fundamental para la Sala, no es legítimo 
constitucionalmente que sea expuesto a un riesgo desproporcionado de muerte. […] La objeción 
principal de la sala es que la aplicación de la técnica importa una elevada pérdida de embriones, 
que no puede justificarse en el hecho de que el objetivo de ésta es lograr un ser humano, dotar 
de un hijo a una pareja que de otra forma no podría tenerlo. Lo esencial es que los embriones 
cuya vida se procura primero y luego se frustra son seres humanos y el ordenamiento 
constitucional no admite ninguna distinción entre ellos. […] Según la Sala ha podido constatar, 
la aplicación de la Técnica de Fecundación in Vitro y Transferencia Embrionaria, en la forma en 
que se desarrolla en la actualidad, atenta contra la vida humana. Este Tribunal sabe que los 
avances de la ciencia y la biotecnología son tan vertiginosos que la técnica podría llegar a ser 
mejorada de tal manera, que los reparos señalados aquí desaparezcan. Sin embargo, las 
condiciones en las que se aplica actualmente, llevan a concluir que cualquier eliminación o 
destrucción de concebidos – voluntaria o derivada de la impericia de quien ejecuta la técnica o 
de la inexactitud de ésta – viola su derecho a la vida, por lo que la técnica no es acorde con el 
Derecho de la Constitución y por ello el reglamento cuestionado es inconstitucional por 
infracción al artículo 21 de la Constitución Política y 4 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. Por contravenir la técnica, considerada en sí misma, el derecho a la vida, 
debe dejarse expresa constancia de que, ni siquiera por norma de rango legal es posible 
autorizar legítimamente su aplicación, al menos, se insiste, mientras su desarrollo científico 
permanezca en el actual estado y signifique el daño consciente de vidas humanas. (Añadido 
fuera del texto original) 

 
De la prueba que obra en el expediente, Costa Rica es el único Estado en el mundo que prohíbe 
de manera expresa la FIV. 
 
Por otra parte, la Corte realizó un recuento de la situación particular de las nueve parejas que 
son víctimas en el presente caso, en el cual se evidenció: i) las causas de infertilidad de cada 
pareja; ii) los tratamientos a los cuales recurrieron para combatir dicha condición; iii) las 
razones por las cuales acudieron a la FIV; iv) los casos en que se interrumpió el tratamiento 
para realizar la FIV debido a la sentencia de la Sala Cuarta, y v) los casos en que las parejas 
debieron viajar al exterior para realizarse dicho procedimiento. 
 
 

b. Conclusiones y determinaciones de la Corte  
 

1. Alcance de los derechos a la integridad personal, libertad personal y vida 
privada y familiar en el presente caso  

 
El artículo 11 de la Convención Americana requiere la protección estatal de los individuos frente 
a las acciones arbitrarias de las instituciones estatales que afectan la vida privada y familiar. 
Prohíbe toda injerencia arbitraria o abusiva en la vida privada de las personas, enunciando 
diversos ámbitos de la misma como la vida privada de sus familias. Además, esta Corte ha 
interpretado en forma amplia el artículo 7 de la Convención Americana al señalar que éste 
incluye un concepto de libertad en un sentido extenso como la capacidad de hacer y no hacer 
todo lo que esté lícitamente permitido. En otras palabras, constituye el derecho de toda persona 
de organizar, con arreglo a la ley, su vida individual y social conforme a sus propias opciones y 
convicciones. Asimismo, la Corte ha resaltado el concepto de libertad y la posibilidad de todo ser 
humano de auto-determinarse y escoger libremente las opciones y circunstancias que le dan 
sentido a su existencia, conforme a sus propias opciones y convicciones. La vida privada incluye 
la forma en que el individuo se ve a sí mismo y cómo decide proyectarse hacia los demás, y es 
una condición indispensable para el libre desarrollo de la personalidad. Además, la Corte ha 
señalado que la maternidad forma parte esencial del libre desarrollo de la personalidad de las 
mujeres. Teniendo en cuenta todo lo anterior, la Corte considera que la decisión de ser o no 
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madre o padre es parte del derecho a la vida privada e incluye, en el presente caso, la decisión 
de ser madre o padre en el sentido genético o biológico. 
 
Además, la Corte señaló que el artículo 17 de la Convención Americana reconoce el papel central 
de la familia y la vida familiar en la existencia de una persona y en la sociedad en general. La 
Corte ya ha indicado que el derecho de protección a la familia conlleva, entre otras obligaciones, 
a favorecer, de la manera más amplia, el desarrollo y la fortaleza del núcleo familiar. Por su 
parte, el Comité de Derechos Humanos ha señalado que la posibilidad de procrear es parte del 
derecho a fundar una familia. 
 
Asimismo, el Tribunal indicó que el derecho a la vida privada se relaciona con: i) la autonomía 
reproductiva, y ii) el acceso a servicios de salud reproductiva, lo cual involucra el derecho de 
acceder a la tecnología médica necesaria para ejercer ese derecho. Por tanto, los derechos a la 
vida privada y a la integridad personal se hallan también directa e inmediatamente vinculados 
con la atención de la salud. La falta de salvaguardas legales para tomar en consideración la 
salud reproductiva puede resultar en un menoscabo grave del derecho a la autonomía y la 
libertad reproductiva. Respecto a los derechos reproductivos, se indicó que dichos derechos se 
basan en el reconocimiento del derecho básico de todas las parejas e individuos a decidir libre y 
responsablemente el número de hijos, el espaciamiento de los nacimientos y el intervalo entre 
éstos y a disponer de la información y de los medios para ello y el derecho a alcanzar el nivel 
más elevado de salud sexual y reproductiva. 
 
Finalmente, el derecho a la vida privada y la libertad reproductiva guarda relación con el derecho 
de acceder a la tecnología médica necesaria para ejercer ese derecho. Del derecho de acceso al 
más alto y efectivo progreso científico para el ejercicio de la autonomía reproductiva y la 
posibilidad de formar una familia se deriva el derecho a acceder a los mejores servicios de salud 
en técnicas de asistencia reproductiva, y, en consecuencia, la prohibición de restricciones 
desproporcionadas e innecesarias de iure o de facto para ejercer las decisiones reproductivas. 
 
La Corte consideró que el presente caso se trata de una combinación particular de diferentes 
aspectos de la vida privada, que se relacionan con el derecho a fundar una familia, el derecho a 
la integridad física y mental, y específicamente los derechos reproductivos de las personas. 
 

2. Efectos de la prohibición absoluta de la FIV 
 
El Tribunal constató que la Sala Constitucional consideró que si la técnica de la FIV podía 
realizarse respetando un concepto de protección absoluta de la vida del embrión, ésta podría ser 
practicada en el país. Sin embargo, la Corte consideró que si bien en la sentencia de la Sala 
Constitucional se utilizaron palabras condicionantes para admitir la práctica de la FIV en el país, 
lo cierto es que doce años después de emitida la sentencia, dicha técnica no se realiza en Costa 
Rica. Por ello, el Tribunal estimó que la “condición suspensiva” establecida en la sentencia, hasta 
el momento, no ha producido efectos prácticos reales. Por ello, sin entrar a catalogarla como 
prohibición “absoluta” o “relativa”, fue posible concluir que la decisión de la Sala Constitucional 
ocasionó como hecho no controvertido que la FIV no se practique en el territorio costarricense y 
que, por tanto, las parejas que deseen a acudir a dicha técnica, no pueden llevarla a cabo en su 
país. Además, debido a que la Sala Constitucional condicionó la posibilidad de realizar la técnica 
a que no hubiera pérdida embrionaria alguna en la aplicación de la misma, esto implica, en la 
práctica, una prohibición de la misma, toda vez que la prueba en el expediente indicó que, hasta 
el momento, no existe una opción para practicar la FIV sin que exista alguna posibilidad de 
pérdida embrionaria. 
 
Asimismo, dicha sentencia generó la interrupción del tratamiento médico que habían iniciado 
algunas de las presuntas víctimas del presente caso, mientras que otras se vieron obligadas a 
viajar a otros países para poder acceder a la FIV. Estos hechos constituyeron una interferencia 
en la vida privada y familiar de las víctimas, quienes debieron modificar o variar las posibilidades 
de acceder a la FIV, lo cual constituía una decisión de las parejas respecto a los métodos o 
prácticas que deseaban intentar con el fin de procrear un hijo o hija biológicos. La Corte precisó 
que la injerencia en el presente caso no se encuentra relacionada con el hecho de que las 
familias hayan o no podido tener hijos, pues aún si hubieran podido acceder a la técnica de la 
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FIV, no es posible determinar si dicho objetivo se hubiera podido alcanzar, por lo que la 
injerencia se circunscribe a la posibilidad de tomar una decisión autónoma sobre el tipo de 
tratamientos que querían intentar para ejercer sus derechos sexuales y reproductivos. 
 
 

3. Interpretación del artículo 4.1 de la Convención Americana en lo relevante 
para el presente caso  

 
 
La decisión de la Sala Constitucional consideró que la Convención Americana exigía prohibir la 
FIV tal como se encontraba regulada en el Decreto Ejecutivo, por lo que la Sala interpretó el 
artículo 4.1 de la Convención en el entendido de que dicho artículo exigía una protección 
absoluta del embrión. Sin embargo, esta Corte es la intérprete autorizada de la Convención, por 
lo cual estimó relevante analizar si la interpretación de la Convención que sustentó las 
injerencias ocurridas era admisible a la luz de dicho tratado y teniendo en cuenta las fuentes de 
derecho internacional pertinentes. En particular, la Corte examinó el alcance de los artículos 1.2 
y 4.1 de la Convención Americana respecto a las palabras "persona", "ser humano", 
"concepción" y "en general". Para ello, se realizó una interpretación: i) conforme al sentido 
corriente de los términos; ii) sistemática e histórica; iii) evolutiva, y iv) del objeto y fin del 
tratado. 
 
 

3.1. Interpretación conforme al sentido corriente de los términos  
 
En el presente caso, la Corte observó que el concepto de "persona" es un término jurídico que se 
analiza en muchos de los sistemas jurídicos internos de los Estados Parte. Sin embargo, para 
efectos de la interpretación del artículo 4.1, la definición de persona está anclada a las 
menciones que se hacen en el tratado respecto a la "concepción" y al "ser humano", términos 
cuyo alcance debe valorarse a partir de la literatura científica. 
 
El Tribunal hizo notar que la prueba en el expediente evidenciaba como la FIV transformó la 
discusión sobre cómo se entendía el fenómeno de “la concepción”. En efecto la FIV refleja que 
puede pasar un tiempo entre la unión del óvulo y el espermatozoide, y la implantación. Por tal 
razón, la definición de “concepción” que tenían los redactores de la Convención Americana ha 
cambiado. 
 
La Corte observó que en el contexto científico actual se destacan dos lecturas diferentes del 
término “concepción”. Una corriente entiende “concepción” como el momento de encuentro, o de 
fecundación, del óvulo por el espermatozoide. De la fecundación se genera la creación de una 
nueva célula: el cigoto. Cierta prueba científica considera al cigoto como un organismo humano 
que alberga las instrucciones necesarias para el desarrollo del embrión. Otra corriente entiende 
“concepción” como el momento de implantación del óvulo fecundado en el útero. Lo anterior, 
debido a que la implantación del óvulo fecundado en el útero materno faculta la conexión de la 
nueva célula, el cigoto, con el sistema circulatorio materno que le permite acceder a todas las 
hormonas y otros elementos necesarios para el desarrollo del embrión. 
 
Por otra parte, respecto a la controversia de cuándo empieza la vida humana, la Corte considera 
que se trata de una cuestión valorada de diversas formas desde una perspectiva biológica, 
médica, ética, moral, filosófica y religiosa, y coincide con tribunales internacionales y nacionales, 
en el sentido que no existe una definición consensuada sobre el inicio de la vida. Sin embargo, 
para la Corte es claro que hay concepciones que ven en los óvulos fecundados una vida humana 
plena. Algunos de estos planteamientos pueden ser asociados a concepciones que le confieren 
ciertos atributos metafísicos a los embriones. Estas concepciones no pueden justificar que se 
otorgue prevalencia a cierto tipo de literatura científica al momento de interpretar el alcance del 
derecho a la vida consagrado en la Convención Americana, pues ello implicaría imponer un tipo 
de creencias específicas a otras personas que no las comparten. 
 
No obstante lo anterior, la Corte consideró que es procedente definir, de acuerdo con la 
Convención Americana, cómo debe interpretarse el término “concepción”. Al respecto, la Corte 
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resaltó que la prueba científica concuerda en diferenciar dos momentos complementarios y 
esenciales en el desarrollo embrionario: la fecundación y la implantación. El Tribunal observó 
que sólo al cumplirse el segundo momento se cierra el ciclo que permite entender que existe la 
concepción. Teniendo en cuenta la prueba científica presentada por las partes en el presente 
caso, el Tribunal constató que, si bien al ser fecundado el óvulo se da paso a una célula diferente 
y con la información genética suficiente para el posible desarrollo de un “ser humano”, lo cierto 
es que si dicho embrión no se implanta en el cuerpo de la mujer sus posibilidades de desarrollo 
son nulas. Si un embrión nunca lograra implantarse en el útero, no podría desarrollarse pues no 
recibiría los nutrientes necesarios, ni estaría en un ambiente adecuado para su desarrollo. 
 
En este sentido, la Corte entendió que el término “concepción” no puede ser comprendido como 
un momento o proceso excluyente del cuerpo de la mujer, dado que un embrión no tiene 
ninguna posibilidad de supervivencia si la implantación no sucede. Prueba de lo anterior, es que 
sólo es posible establecer si se ha producido o no un embarazo una vez se ha implantado el 
óvulo fecundado en el útero, al producirse la hormona denominada “Gonodatropina Coriónica”, 
que sólo es detectable en la mujer que tiene un embrión unido a ella. Antes de esto es imposible 
determinar si en el interior del cuerpo ocurrió la unión entre el óvulo y un espermatozoide y si 
esta unión se perdió antes de la implantación.  
 
Teniendo en cuenta lo anterior, el Tribunal entendió que el término “concepción” desde el 
momento en que ocurre la implantación, razón por la cual consideró que antes de este evento no 
procede aplicar el artículo 4 de la Convención Americana. Asimismo, la expresión "en general" 
permite inferir excepciones a una regla, pero la interpretación según el sentido corriente no 
permite precisar el alcance de dichas excepciones. 
 
 

3.2. Interpretación sistemática e histórica  
 
La Sala Constitucional y el Estado sustentaron sus argumentos a partir de una interpretación de 
la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, la Convención sobre los Derechos del Niño y la Declaración de los Derechos del Niño de 
1959. En particular, el Estado afirmó que otros tratados distintos a la Convención Americana 
exigen la protección absoluta de la vida prenatal. Por tanto, la Corte analizó alegato a partir de 
una valoración general de lo dispuesto por los sistemas de protección respecto a la protección 
del derecho a la vida, en particular: i) el Sistema Interamericano; ii) el Sistema Universal; iii) el 
Sistema Europeo, y iv) el Sistema Africano. Asimismo, la Corte estudió los trabajos preparatorios 
de dichos tratados. 
 

3.2.1. Sistema Interamericano de Derechos Humanos 
 

De los antecedentes de la Declaración Americana, la Corte consideró que los trabajos 
preparatorios no ofrecían una respuesta definitiva sobre el punto en controversia.Respecto a la 
Convención Americana, la Corte observó que durante los trabajos preparatorios se utilizaron los 
términos “persona” y “ser humano” sin la intención de hacer una diferencia entre estas dos 
expresiones. El artículo 1.2 de la Convención precisó que los dos términos deben entenderse 
como sinónimos. Por tanto, la Corte concluyó que los trabajos preparatorios de la Convención 
indican que no prosperaron las propuestas de eliminar la expresión “y, en general, desde el 
momento de la concepción”, ni la de las delegaciones que pedían eliminar solo las palabras "en 
general”.  
 
Por otra parte, la Corte indicó que la expresión “toda persona” es utilizada en numerosos 
artículos de la Convención Americana y de la Declaración Americana. Al analizar todos estos 
artículos no es factible sostener que un embrión sea titular y ejerza los derechos consagrados en 
cada uno de dichos artículos. Asimismo, teniendo en cuenta lo ya señalado en el sentido que la 
concepción sólo ocurre dentro del cuerpo de la mujer, se puede concluir respecto al artículo 4.1 
de la Convención que el objeto directo de protección es fundamentalmente la mujer 
embarazada, dado que la defensa del no nacido se realiza esencialmente a través de la 
protección de la mujer. Por todo lo anterior, la Corte concluyó que la interpretación histórica y 
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sistemática de los antecedentes existentes en el Sistema Interamericano, confirma que no es 
procedente otorgar el estatus de persona al embrión. 
 
 

3.2.2. Sistema Universal de Derechos Humanos  
 

La Corte señaló que la expresión “ser humano”, utilizada en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, de acuerdo con los trabajos preparatorios, no fue entendida en el sentido de 
incluir al no nacido. Asimismo, indicó que los trabajos preparatorios del artículo 6.1 del PIDCP 
indican que los Estados no pretendían tratar al no nacido como persona y otorgarle el mismo 
nivel de protección que a las personas nacidas. Igualmente, manifestó que las decisiones Comité 
de Derechos Humanos permiten afirmar que del PIDCP no se deriva una protección absoluta de 
la vida prenatal o del embrión.  
 
Respecto a la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la 
Mujer, la Corte señaló que los informes del Comité para la Eliminación de la Discriminación 
Contra la Mujer (en adelante Comité de la “CEDAW” por sus siglas en ingles) dejan en claro que 
los principios fundamentales de igualdad y no discriminación exigen privilegiar los derechos de la 
mujer embarazada sobre el interés de proteger la vida en formación.  
 
Por último, indicó que los artículos 1 y 6.1 de la Convención sobre los Derechos del Niño no se 
refieren de manera explícita a una protección del no nacido. El Preámbulo hace referencia a la 
necesidad de brindar “protección y cuidado especiales […] antes […] del nacimiento". Sin 
embargo, los trabajos preparatorios indican que esta frase no tuvo la intención de hacer 
extensivo al no nacido lo dispuesto en la Convención, en especial el derecho a la vida. 
 
 

3.2.3. Sistema Europeo de Derechos Humanos  
 
La antigua Comisión Europea de Derechos Humanos y el Tribunal Europeo de Derecho Humanos 
(en adelante el “TEDH”) se han pronunciado sobre el alcance no absoluto de la protección de la 
vida prenatal en el contexto de casos de aborto y de tratamientos médicos relacionados con la 
fecundación in vitro. Así, por ejemplo en el Caso Paton vs. Reino Unido la Comisión Europea de 
Derechos Humanos sostuvo que los términos en que está redactada el CEDH “tienden a 
corroborar la apreciación de que [el artículo 2] no incluye al que está por nacer”. Agregó que 
reconocer un derecho absoluto a la vida prenatal sería “contrario al objeto y propósito de la 
Convención”.  
 
Por su parte, en el Caso Vo. Vs. Francia, el Tribunal Europeo señaló que “se puede considerar 
que los Estados están de acuerdo que el embrión/el feto es parte de la raza humana[, pero l]a 
potencialidad de este ser y su capacidad de convertirse en persona […] requiere protección en el 
nombre de la dignidad humana, sin hacerlo una “persona” con el “derecho a la vida”. Respecto a 
casos relacionados con la práctica de la FIV, el TEDH se pronunció en el caso Evans Vs. Reino 
Unido, en el cual confirmó que “los embriones creados por el peticionario [y su pareja] no tienen 
el derecho a la vida dentro del significado del artículo 2 de la Convención y que no ha, por lo 
tanto, habido una violación a tal provisión”. Mientras que en los Casos S.H. Vs. Austria, y Costa 
y Pavan Vs. Italia, que trataron, respectivamente, de la regulación de la FIV respecto a la 
donación de óvulos y espermatozoides por terceros, y del diagnóstico genético 
preimplantacional, el TEDH ni siquiera se refirió a una presunta violación de un derecho propio 
de los embriones. 
 

3.2.4. Sistema Africano de Derechos Humanos  
 
La Corte indicó que el Protocolo de la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos 
Relativo a los Derechos de la Mujer (Protocolo de Maputo), no se pronuncia sobre el inicio de la 
vida, y además establece que los Estados deben tomar medidas adecuadas para “proteger los 
derechos reproductivos de la mujer, permitiendo el aborto con medicamentos en casos de 
agresión sexual, violación e incesto y cuando la continuación del embarazo ponga en peligro la 
salud mental y física de la embarazada o la vida de la embarazada o del feto”. 
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3.2.5. Conclusión sobre la interpretación sistemática  

 
La Corte concluyó que la Sala Constitucional se basó en el artículo 4 de la Convención 
Americana, el artículo 3 de la Declaración Universal, el artículo 6 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, la Convención sobre los Derechos del Niño y la Declaración de los 
Derechos del Niño de 1959. No obstante, de ninguno de estos artículos o tratados era posible 
sustentar que el embrión pueda ser considerado persona en los términos del artículo 4 de la 
Convención. Tampoco era posible desprender dicha conclusión de los trabajos preparatorios o de 
una interpretación sistemática de los derechos consagrados en la Convención Americana o en la 
Declaración Americana. 
 

3.3. Interpretación evolutiva  
 
En el presente caso, la interpretación evolutiva era de especial relevancia, teniendo en cuenta 
que la FIV es un procedimiento que no existía al momento en el que los redactores de la 
Convención adoptaron el contenido del artículo 4.1 de la Convención. Por tanto, la Corte analizó 
dos temas: i) los desarrollos pertinentes en el derecho internacional y comparado respecto al 
status legal del embrión, y ii) las regulaciones y prácticas del derecho comparado en relación con 
la FIV. 
 

3.3.1. El estatus legal del embrión  
 
La Corte hizo referencia al Convenio de Oviedo, a varios casos del Tribunal Europeo y a una 
sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea para concluir que las tendencias de 
regulación en el derecho internacional no llevan a la conclusión que el embrión sea tratado de 
manera igual a una persona o que tenga un derecho a la vida. Asi, por ejemplo, en el en el Caso 
Costa y Pavan Vs. Italia, el TEDH, en sus consideraciones previas sobre el derecho europeo 
relevante para el análisis del caso, resaltó que en “el caso Roche c. Roche y otros […], la Corte 
Suprema de Irlanda ha establecido que el concepto del niño por nacer (“unborn child”) no se 
aplica a embriones obtenidos en el marco de una fecundación in vitro, y estos últimos no se 
benefician de la protección prevista por el articulo 40.3.3 de la Constitución de Irlanda que 
reconoce el derecho a la vida del niño por nacer”. 
 

3.3.2. Regulaciones y prácticas sobre la FIV en el derecho comparado  
 
La Corte consideró que, a pesar de que no existen muchas regulaciones normativas especificas 
sobre la FIV en la mayoría de los Estados de la región, éstos permiten que la FIV se practique 
dentro de sus territorios. Ello significa que, en el marco de la práctica de la mayoría de los 
Estados Parte en la Convención, se ha interpretado que la Convención permite la práctica de la 
FIV. El Tribunal consideró que estas prácticas de los Estados se relacionan con la manera en que 
interpretan los alcances del artículo 4 de la Convención, pues ninguno de dichos Estados ha 
considerado que la protección al embrión deba ser de tal magnitud que no se permitan las 
técnicas de reproducción asistida o, particularmente, la FIV. En ese sentido, dicha práctica 
generalizada está asociada al principio de protección gradual e incremental -y no absoluta- de la 
vida prenatal y a la conclusión de que el embrión no puede ser entendido como persona. 
 

3.4. El principio de interpretación más favorable y el objeto y fin del tratado  
 
Los antecedentes que se han analizado hasta el momento permiten inferir que la finalidad del 
artículo 4.1 de la Convención es la de salvaguardar el derecho a la vida sin que ello implique la 
negación de otros derechos que protege la Convención. En ese sentido, la clausula "en general" 
tiene como objeto y fin el permitir que, ante un conflicto de derechos, sea posible invocar 
excepciones a la protección del derecho a la vida desde la concepción. En otras palabras, el 
objeto y fin del artículo 4.1 de la Convención es que no se entienda el derecho a la vida como un 
derecho absoluto, cuya alegada protección pueda justificar la negación total de otros derechos.  
 
En consecuencia, no es admisible el argumento del Estado en el sentido de que sus normas 
constitucionales otorgan una mayor protección del derecho a la vida y, por consiguiente, procede 
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hacer prevalecer este derecho en forma absoluta. Por el contrario, esta visión niega la existencia 
de derechos que pueden ser objeto de restricciones desproporcionadas bajo una defensa de la 
protección absoluta del derecho a la vida, lo cual sería contrario a la tutela de los derechos 
humanos, aspecto que constituye el objeto y fin del tratado.  
 
Por tanto, la Corte concluyó que el objeto y fin de la clausula "en general" del artículo 4.1 es la 
de permitir, según corresponda, un adecuado balance entre derechos e intereses en conflicto. En 
el caso que ocupa la atención de la Corte, basta señalar que dicho objeto y fin implica que no 
pueda alegarse la protección absoluta del embrión anulando otros derechos. 
 

3.5. Conclusión de la interpretación del artículo 4.1  
 
La Corte utilizó los diversos métodos de interpretación, los cuales llevaron a resultados 
coincidentes en el sentido de que el embrión no puede ser entendido como persona para efectos 
del artículo 4.1 de la Convención Americana. Asimismo, luego de un análisis de las bases 
científicas disponibles, la Corte concluyó que la “concepción” en el sentido del artículo 4.1 tiene 
lugar desde el momento en que el embrión se implanta en el útero, razón por la cual antes de 
este evento no habría lugar a la aplicación del artículo 4 de la Convención. Además, es posible 
concluir de las palabras “en general” que la protección del derecho a la vida con arreglo a dicha 
disposición no es absoluta, sino es gradual e incremental según su desarrollo, debido a que no 
constituye un deber absoluto e incondicional, sino que implica entender la procedencia de 
excepciones a la regla general. 
 
 

4. Proporcionalidad de la medida de prohibición  
 
Este Tribunal ha establecido en su jurisprudencia que un derecho puede ser restringido por los 
Estados siempre que las injerencias no sean abusivas o arbitrarias; por ello, deben estar 
previstas en ley en sentido formal y material, perseguir un fin legítimo y cumplir con los 
requisitos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad. En el presente caso, la Corte resaltó que 
el “derecho absoluto a la vida del embrión” como base para la restricción de los derechos 
involucrados, no tiene sustento en la Convención Americana, razón por la cual no fue necesario 
un análisis en detalle de cada uno de dichos requisitos, ni valorar las controversias respecto a la 
declaración de inconstitucionalidad en sentido formal por la presunta violación del principio de la 
reserva de ley.  
 
Sin perjuicio de lo anterior, el Tribunal estimó pertinente exponer la forma en que el sacrificio de 
los derechos involucrados en el presente caso fue desmedido en relación con las ventajas que se 
aludían con la protección del embrión. Para esto, la restricción tendría que lograr una importante 
satisfacción de la protección de la vida prenatal, sin hacer nugatorio los derechos a la vida 
privada y a fundar una familia. La Corte efectuará una ponderación en la que analizará: i) la 
severidad de la interferencia ocurrida en los derechos a la vida privada y familiar. Asimismo, 
esta severidad es analizada desde el impacto desproporcionado relacionado con: ii) la 
discapacidad, iii) el género y iv) la situación socioeconómica. Finalmente se evaluarán v) los 
alegados logros alcanzados en la persecución de la finalidad buscada con la interferencia. 
 

4.1. Severidad de la limitación de los derechos involucrados en el presente caso  
 
La Corte consideró que una de las injerencias directas en la vida privada se relaciona con el 
hecho de que la decisión de la Sala Constitucional impidió que fueran las parejas quienes 
decidieran sobre si deseaban o no someterse en Costa Rica a este tratamiento para tener hijos. 
La injerencia se hace más evidente si se tiene en cuenta que la FIV es, en la mayoría de los 
casos, la técnica a la que recurren las personas o parejas después de haber intentado otros 
tratamientos para enfrentar la infertilidad (por ejemplo, el señor Vega y la señora Arroyo se 
realizaron 21 inseminaciones artificiales) o, en otras circunstancias, es la única opción con la que 
cuenta la persona para poder tener hijos biológicos, como en el caso del señor Mejías Carballo y 
la señora Calderón Porras.  
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El Tribunal estableció que dicha injerencia implicaba una severidad en la limitación, por cuanto, 
en primer lugar, la prohibición de la FIV impactó en la intimidad de las personas, toda vez que, 
en algunos casos, uno de los efectos indirectos de la prohibición ha sido que, al no ser posible 
practicar esta técnica en Costa Rica, los procedimientos que se impulsaron para acudir a un 
tratamiento médico en el extranjero exigían exponer aspectos que hacían parte de la vida 
privada. En segundo lugar, respecto a la afectación de la autonomía personal y del proyecto de 
vida de las parejas, la Corte observó que la FIV suele practicarse como último recurso para 
superar graves dificultades reproductivas. Su prohibición afecta con mayor impacto los planes de 
vida de las parejas cuya única opción de procrear es la FIV. En tercer lugar, se vio afectada la 
integridad psicológica de las personas al negarles la posibilidad de acceder a un procedimiento 
que hace posible desplegar la libertad reproductiva deseada. De manera que, por las razones 
señaladas, las parejas sufrieron una interferencia severa en relación con la toma de decisiones 
respecto a los métodos o prácticas que deseaban intentar con el fin de procrear un hijo o hija 
biológicos. 
 

4.2. Severidad de la interferencia como consecuencia de la discriminación 
indirecta por el impacto desproporcionado respecto a discapacidad, género y 
situación económica  

 
La Corte ha señalado que el principio de derecho imperativo de protección igualitaria y efectiva 
de la ley y no discriminación determina que los Estados deben abstenerse de producir 
regulaciones discriminatorias o que tengan efectos discriminatorios en los diferentes grupos de 
una población al momento de ejercer sus derechos. El concepto de la discriminación indirecta 
implica que una norma o práctica aparentemente neutra, tiene repercusiones particularmente 
negativas en una persona o grupo con unas características determinadas. Es posible que quien 
haya establecido esta norma o práctica no sea consciente de esas consecuencias prácticas y, en 
tal caso, la intención de discriminar no es lo esencial y procede una inversión de la carga de la 
prueba. La Corte consideró que el concepto de impacto desproporcionado está ligado al de 
discriminación indirecta, razón por la cual se analizó si en el presente caso existió un impacto 
desproporcionado respecto a discapacidad, género y situación económica. 
 

4.2.1. Discriminación indirecta en relación con la condición de discapacidad  
 
La Corte tomó nota que la Organización Mundial por la Salud (OMS) ha definido la infertilidad 
como “una enfermedad del sistema reproductivo definida como la incapacidad de lograr un 
embarazo clínico después de 12 meses o más de relaciones sexuales no protegidas”. Por su 
parte, la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad establece que las 
personas con discapacidad “incluyen a aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, 
intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan 
impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las 
demás”. La discapacidad resulta de la interacción entre las limitaciones funcionales de una 
persona y las barreras existentes en el entorno que impiden el ejercicio pleno de sus derechos y 
libertades.  
 
Con base en estas consideraciones y teniendo en cuenta la definición desarrollada por la OMS 
según la cual la infertilidad es una enfermedad del sistema reproductivo, la Corte consideró que 
la infertilidad es una limitación funcional reconocida como una enfermedad y que las personas 
con infertilidad en Costa Rica, al enfrentar las barreras generadas por la decisión de la Sala 
Constitucional, debían considerarse protegidas por los derechos de las personas con 
discapacidad, que incluyen el derecho de acceder a las técnicas necesarias para resolver 
problemas de salud reproductiva. Dicha condición demandaba una atención especial para que se 
desarrollara la autonomía reproductiva. 
 

4.2.2. Discriminación indirecta en relación con el género  
 
La Corte consideró que la prohibición de la FIV pudo afectar tanto a hombres como a mujeres y 
les pudo producir impactos desproporcionados diferenciados por la existencia de estereotipos y 
prejuicios en la sociedad. En este sentido, si bien la infertilidad puede afectar a hombres y 
mujeres, la utilización de las tecnologías de reproducción asistida se relaciona especialmente con 
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el cuerpo de las mujeres. Aunque la prohibición de la FIV no está expresamente dirigida hacia 
las mujeres, y por lo tanto aparece neutral, tiene un impacto negativo desproporcional sobre 
ellas.  
 
Al respecto, el Tribunal resaltó que se interrumpió el proceso inicial de la FIV (inducción a la 
ovulación) en varias de las parejas, tuvo un impacto diferenciado en las mujeres porque era en 
sus cuerpos donde se concretizaba esta intervención inicial destinada a realizar el proyecto 
familiar asociado a la FIV. Dado que en todo procedimiento de FIV las mujeres reciben una 
estimulación hormonal para la inducción ovárica, ello generaba un fuerte impacto en los casos 
donde se interrumpía el tratamiento como consecuencia de la prohibición y en aquellos casos 
donde los procedimientos realizados fuera del país exigieron cargas adicionales. Por otra parte, 
se hizo referencia a los estereotipos que tuvieron impacto en los casos de infertilidad masculina. 
La Corte resaltó que estos estereotipos de género son incompatibles con el derecho internacional 
de los derechos humanos y se deben tomar medidas para erradicarlos. El Tribunal no validó 
dichos estereotipos y tan solo los reconoció y visibilizó para precisar el impacto 
desproporcionado de la interferencia generada por la sentencia de la Sala Constitucional. 
 

4.2.3. Discriminación indirecta en relación con la situación económica  
 
Finalmente, el Tribunal destacó que la prohibición de la FIV tuvo un impacto desproporcionado 
en las parejas infértiles que no contaban con los recursos económicos para practicarse la FIV en 
el extranjero. 
 
 

4.3. Controversia sobre la alegada pérdida embrionaria  
 
La Corte observó que el Decreto declarado inconstitucional por la Sala Constitucional contaba 
con medidas de protección para el embrión, por cuanto establecía el número de óvulos que 
podían ser fecundados. Además, prohibía “desechar o eliminar embriones, o preservarlos para 
transferencia en ciclos subsecuentes de la misma paciente o de otras pacientes”. En este 
sentido, existían medidas para que no se generara un “riesgo desproporcionado” en la 
expectativa de vida de los embriones. Por otra parte, de acuerdo a lo establecido en dicho 
Decreto, la única posibilidad de pérdida de embriones que era viable, era si estos no se 
implantaban en el útero de la mujer una vez se realizara la transferencia embrionaria.  
 
La Corte consideró necesario profundizar en este último aspecto a partir de la prueba producida 
en el proceso ante el Tribunal en relación con las similitudes y diferencias respecto a la pérdida 
de embriones tanto en los embarazos naturales como en la FIV. Para el Tribunal fue suficiente 
constatar que la prueba obrante en el expediente era concordante en señalar que tanto en el 
embarazo natural como en el marco de la FIV existe pérdida de embriones. Asimismo, tanto el 
perito Zegers como el perito Caruso concordaron en señalar que las estadísticas sobre pérdida 
embrionaria en los embarazos naturales son poco medibles a comparación con la medición de las 
pérdidas en la FIV, lo cual limita el alcance que se procura dar a algunas de las estadísticas que 
se han presentado ante la Corte.  
 
Teniendo en cuenta que la pérdida embrionaria ocurre tanto en embarazos naturales como 
cuando se aplica la FIV, el argumento de la existencia de manipulación consciente y voluntaria 
de células en el marco de la FIV sólo puede entenderse como ligado al argumento desarrollado 
por la Sala Constitucional en torno a la protección absoluta del derecho a la vida del embrión, el 
cual ha sido desvirtuado en secciones anteriores de la presente Sentencia. De manera que la 
Corte encontró desproporcionado pretender una protección absoluta del embrión respecto a un 
riesgo que resulta común e inherente incluso en procesos donde no interviene la técnica de la 
FIV.  
 
El Tribunal reiteró que, precisamente, uno de los objetivos de la FIV es contribuir con la creación 
de vida, lo cual se evidencia con las miles de personas que han nacido gracias a este 
procedimiento. En suma, tanto en el embarazo natural como en técnicas como la de la 
inseminación artificial existe pérdida embrionaria. La Corte observó que existen debates 
científicos sobre las diferencias entre el tipo de pérdidas embrionarias que ocurren en estos 
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procesos y las razones de las mismas. Pero lo analizado hasta el momento permite concluir que, 
teniendo en cuenta las pérdidas embrionarias que ocurren en el embarazo natural y en otras 
técnicas de reproducción que se permiten en Costa Rica, la protección del embrión que se 
buscaba a través de la prohibición de la FIV tenía un alcance muy limitado y moderado. 
 
 

4.4. Conclusión sobre el balance entre la severidad de la interferencia y el 
impacto en la finalidad pretendida  

 
Una ponderación entre la severidad de la limitación de los derechos involucrados en el presente 
caso y la importancia de la protección del embrión, permite afirmar que la afectación del derecho 
a la integridad personal, libertad personal, vida privada, la intimidad, la autonomía reproductiva, 
el acceso a servicios de salud reproductiva y a fundar una familia es severa y supone una 
violación de dichos derechos, pues dichos derechos son anulados en la práctica para aquellas 
personas cuyo único tratamiento posible de la infertilidad era la FIV. Asimismo, la interferencia 
tuvo un impacto diferenciado en las víctimas por su situación de discapacidad, los estereotipos 
de género y, frente a algunas de las presuntas víctimas, por su situación económica. En 
contraste, el impacto en la protección del embrión es muy leve, dado que la pérdida embrionaria 
se presenta tanto en la FIV como en el embarazo natural con análogo grado de posibilidad. La 
Corte resaltó que el embrión antes de la implantación no está comprendido en los términos del 
artículo 4 de la Convención y recuerda el principio de protección gradual e incremental de la vida 
prenatal. 
 
Por tanto, la Corte concluyó que la Sala Constitucional partió de una protección absoluta del 
embrión que, al no ponderar ni tener en cuenta los otros derechos en conflicto, implicó una 
arbitraria y excesiva intervención en la vida privada y familiar que hizo desproporcionada la 
interferencia. Asimismo, la interferencia tuvo efectos discriminatorios. 
 
 
III. Reparaciones  
 
La Corte estableció que su Sentencia constituye per se una forma de reparación y, 
adicionalmente, ordenó al Estado: i) tomar las medidas apropiadas para que quede sin efecto 
con la mayor celeridad posible la prohibición de practicar la fecundación in vitro y para que las 
personas que deseen hacer uso de dicha técnica de reproducción asistida puedan hacerlo sin 
encontrar impedimento al efecto; ii) el Estado deberá, a la brevedad, regular los aspectos que 
considere necesarios para su implementación y establecer sistemas de inspección y control de 
calidad de las instituciones o profesionales calificados que desarrollen este tipo de técnica de 
reproducción asistida, y iii) la Caja Costarricense de Seguro Social deberá incluir gradualmente 
la disponibilidad de la Fecundación in Vitro dentro de sus programas y tratamientos de 
infertilidad en su atención de salud, de conformidad con el deber de garantía respecto al 
principio de no discriminación.  
 
Además, el Estado como reparación deberá: i) otorgar gratuitamente el tratamiento psicológico 
a las víctimas que así lo requieran; ii) publicar el resumen oficial elaborado por la Corte en el 
diario oficial, en un periódico de amplia circulación nacional y tenerlo disponible en un sitio web 
de la rama judicial; iii) implementar programas y cursos permanentes de educación y 
capacitación en derechos humanos, derechos reproductivos y no discriminación dirigidos a 
funcionarios judiciales, y iv) pagar indemnizaciones compensatorias por daño material e 
inmaterial a las víctimas. 
 
El texto íntegro de la Sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_257_esp.pdf  
 
 
 

4. Caso García y familiares Vs. Guatemala. Sentencia de 29 de noviembre de 2012. 
Artículos 1.1, 3, 4.1, 5.1, 5.2, 7, 8.1, 16.1 y 25.1  de la Convención Americana 

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_257_esp.pdf


25 
 

sobre Derechos Humanos y artículos I.a) e I.b) de la Convención  
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas.  

 
Los hechos de este caso se refieren, entre otros aspectos, a la desaparición forzada del señor 
Edgar Fernando García, así como a la falta de investigación de dicha desaparición. El señor 
García era un líder estudiantil y sindicalista. La captura del señor García, llevada a cabo en 1984, 
se encuentra registrada en un documento confidencial de inteligencia militar de Guatemala 
conocido como el “Diario Militar”, el cual se hizo público en 1999, así como en el Archivo 
Histórico de la Policía Nacional, descubierto en 2005. 
 
En este caso, el Estado de Guatemala reconoció parcialmente su responsabilidad internacional. 
La Corte valoró positivamente este reconocimiento efectuado por parte del Estado. 
Adicionalmente, las partes firmaron un acuerdo de reparaciones, el cual fue homologado en su 
totalidad por el Tribunal. 
 
Teniendo en cuenta dicho reconocimiento parcial y a la luz de la prueba allegada, la Corte 
Interamericana declaró, entre otros, la responsabilidad internacional del Estado por la 
desaparición forzada de Edgar Fernando García.  
 
La Corte estableció que la desaparición forzada del señor García se enmarcó dentro de lo que fue 
una práctica sistemática del Estado y, que era parte de una política de ataque a las personas 
dentificadas como “enemigos internos” por la doctrina de seguridad nacional, en el cual las 
desapariciones forzadas tenían la finalidad de desarticular los movimientos u organizaciones 
sociales que el Estado identificaba como proclives a la “insurgencia”. El Tribunal concluyó que la 
desaparición forzada del señor García estuvo motivada por su participación en asociaciones 
sindicales y estudiantiles calificadas como “opositoras y/o insurgentes” en el contexto del 
conflicto armado interno en Guatemala. 
 
En el presente caso, la información encontrada en el Archivo Histórico de la Policía Nacional 
permitió la condena de dos autores materiales en el 2010, así como el procesamiento de dos 
presuntos autores intelectuales e identificación de otros dos presuntos responsables materiales, 
lo cual fue valorado positivamente por el Tribunal. Sin perjuicio de ello, la Corte concluyó, entre 
otras cosas, que el Estado incumplió su obligación de iniciar una investigación de oficio, en un 
plazo razonable y con la debida diligencia de los hechos del presente caso, en la medida en que, 
inter alia, las investigaciones no avanzaron sino hasta el descubrimiento, por accidente, del 
Archivo Histórico de la Policía Nacional, más de veinticinco años después de los hechos. 
 
Adicionalmente, la Corte señaló que los familiares del señor García han padecido gran 
incertidumbre, un profundo sufrimiento y angustia debido a su desaparición forzada, por lo cual 
el Estado violó su integridad personal. Finalmente, la Corte consideró que la situación de peligro 
a la que se vieron expuestas las señoras Nineth Varenca Montenegro y María Emilia García, 
como miembros y fundadoras del Grupo de Apoyo Mutuo, representó una restricción de facto y  
una trasgresión a su derecho a la libertad de asociación. 
 
Como consecuencia de las violaciones antes descritas y teniendo en cuenta el acuerdo de 
reparaciones entre las partes homologado por el Tribunal, se ordenaron, entre otras, las 
siguientes medidas de reparación: i) continuar y realizar las investigaciones y procesos 
necesarios con el fin de establecer la verdad de los hechos, así como de identificar y, en su caso, 
sancionar a los responsables de la desaparición forzada de Edgar Fernando García; ii) determinar 
el paradero de Edgar Fernando García; iii) realizar las publicaciones señaladas en la Sentencia; 
iv) realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional por los hechos del 
presente caso; v) impulsar la iniciativa denominada “Memorial para la Concordia”; vi) incluir el 
nombre del señor Edgar Fernando García en la placa que se coloque en el parque o plaza que se 
construya en cumplimiento de lo ordenado en el caso Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) vs. 
Guatemala; vii) impulsar el cambio de nombre de la escuela pública “Julia Ydigoras Fuentes” por 
el de “Edgar Fernando García”; viii)entregar diez “bolsas de estudio” a hijos o nietos de personas 
desaparecidas forzadamente, cuyos beneficiarios sean designados por los familiares de Edgar 
Fernando García; ix) impulsar la aprobación del proyecto de ley para la creación de la Comisión 
Nacional de Búsqueda de Personas Víctimas de Desaparición Forzada y otras Formas de 
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Desaparición, y x) pagar las cantidades establecidas en el acuerdo de reparaciones, por concepto 
de indemnizaciones por daños materiales e inmateriales y tratamiento médico y psicológico, así 
como por el reintegro de costas y gastos. 
 
El texto íntegro de la Sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_258_esp.pdf  
 
 

5. Caso Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia. Sentencia de 30 de noviembre 
de 2012. Artículos 1.1, 4.1, 5.1, 19, 21 y 22 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. 

 
El 30 de noviembre de 2012 la Corte Interamericana dictó una Sentencia, mediante la cual 
declaró responsable internacionalmente a la República de Colombia por las violaciones de 
derechos humanos cometidas por el lanzamiento de un dispositivo explosivo por parte de la 
Fuerza Aérea Colombiana el 13 de diciembre de 1998 en el caserío de Santo Domingo, del 
Departamento de Arauca en Colombia. 
 

I. Hechos 
 
El 12 de diciembre de 1998, mientras se llevaba a cabo en la vereda de Santo Domingo un 
“bazar” en el marco del cual se realizaron diversas actividades deportivas, las Fuerzas Armadas 
de Colombia y la guerrilla protagonizaron enfrentamientos, luego de que una avioneta Cessna 
aterrizara sobre la carretera que conduce de la vereda de Santo Domingo a Panamá de Arauca o 
Pueblo Nuevo con dinero o armas para actividades de narcotráfico. En el marco de esos hechos, 
las Fuerzas Armadas planearon una operación militar aerotransportada que se prolongó por 
varios días y en la cual también participaron la XVIII Brigada del Ejército Nacional y el Batallón 
Contraguerrilla No. 36. En ese contexto, el 13 de diciembre de 1998, varias aeronaves 
sobrevolaban los alrededores de Santo Domingo en horas de la mañana y, a las 10:02 am, la 
tripulación del helicóptero UH1H 4407 de la Fuerza Aérea Colombiana lanzó un dispositivo 
cluster de tipo AN-M1A2, compuesto por seis granadas o bombas de fragmentación AN-M41A, 
sobre la calle principal de Santo Domingo, provocando la muerte de 17 personas, de las cuales 
seis eran niños y niñas, e hiriendo a otras 27personas, entre ellas 10 niñas y niños. 
 
El Tribunal también constató que, como consecuencia de los hechos, ese mismo 13 de diciembre 
de 1998 la población de Santo Domingo tuvo que abandonar sus residencias y movilizarse al 
corregimiento de Betoyes en el municipio de Tame, y a las ciudades de Tame y Saravena, 
situación que se intensificó a partir de las 10 am, cuando grupos de personas salían de Santo 
Domingo. La Corte también pudo constatar que, con posterioridad al lanzamiento del dispositivo 
cluster, la Fuerza Área Colombiana realizó ametrallamientos desde las aeronaves contra 
personas que se desplazaban en la carretera en dirección opuesta al caserío, ya fuera caminando 
o en un vehículo. El regreso de varios de los pobladores se efectuó a partir de enero de 1999. 
Como consecuencia de esos hechos, fueron condenados tres tripulantes de la aeronave que 
lanzó el dispositivo sobre el caserío de Santo Domingo. Dicho fallo fue confirmado por el Tribunal 
Superior de Bogotá en junio de 2011 respecto de dos de los tripulantes. La jurisdicción 
contencioso administrativa también estableció la responsabilidad del Estado colombiano por los 
hechos de Santo Domingo. 
 

II. Excepciones Preliminares 
 
En el trámite del caso ante la Corte Interamericana, el Estado de Colombia presentó dos 
excepciones preliminares: por alegadas falta de competencia ratione materiae y falta de 
agotamiento de los recursos internos. La Corte desestimó la primera excepción considerando 
que, si bien la Convención Americana sólo le ha atribuido competencia para determinar la 
compatibilidad de las acciones y omisiones o de las normas de los Estados con la propia 
Convención y no con las disposiciones de otros tratados o normas consuetudinarias, en el 
ejercicio de dicho examen, puede, como lo ha hecho en otros casos, interpretar a la luz de otros 
tratados los derechos contenidos en la misma Convención, en particular el Derecho Internacional 
Humanitario. En lo que se refiere a la segunda excepción preliminar, la Corte también la 

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_258_esp.pdf
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desestimó recordando que, si bien el proceso contencioso administrativo puede ser relevante en 
la calificación y definición de determinados aspectos o alcances de la responsabilidad estatal, así 
como en la satisfacción de ciertas pretensiones en el marco de una reparación integral en un 
proceso ante el Sistema Interamericano, en casos como el presente no es un recurso que 
necesariamente deba ser siempre agotado, por lo que no inhibía la competencia de la Corte para 
conocer del presente caso. 
 

III. Alegado “reconocimiento” de responsabilidad del Estado 
 
Por otro lado, en el trámite del caso ante la Corte, el Estado planteó un “reconocimiento” de 
responsabilidad por la violación del derecho a conocer la verdad y “el acceso a la administración 
de justicia” de las víctimas, alegando que existía una “enorme confusión” y posiciones 
contradictorias sobre los hechos por las “falencias probatorias en las que se ha incurrido a lo 
largo de los procesos penales internos”. El Estado hizo referencia, en particular, a una sentencia 
de enero de 2011, en la cual se condenó a un guerrillero por delitos que involucran, entre otros, 
los hechos de Santo Domingo, en contradicción con las otras sentencias que fueron 
pronunciadas a nivel interno. No obstante, se observó que tal proceso no conformaba el marco 
fáctico del caso ante la Corte y que dicho acto que el Estado denominó “reconocimiento” 
contradice lo que sostuvo durante el trámite del caso ante la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos. La Corte consideró que, en los términos en que el propio Estado lo ha 
expuesto, el referido acto “no implica reconocer ni aceptar los hechos presentados por la 
Comisión y por las víctimas”, por lo que no sería considerado como un reconocimiento de 
responsabilidad ni tenía efectos jurídicos. 
 

IV. Fondo 
 
Con respecto a la alegada violación a las garantías y protección judiciales, reconocidas en los 
artículos 8 y 25 de la Convención, el Tribunal constató que no había sido demostrado que el 
Estado dejara de realizar una investigación seria, diligente, exhaustiva y en un plazo razonable, 
y por el contrario, consideró que los otros mecanismos y procedimientos internos han 
coadyuvado en el esclarecimiento de la verdad y en la determinación de los alcances de la 
responsabilidad del Estado. En consecuencia, la Corte consideró que el Estado no violó los 
artículos 8 y 25 de la Convención y que, en atención al principio de complementariedad, no 
habría sido necesario pronunciarse sobre los hechos que generaron las violaciones de derechos 
establecidas y reparadas a nivel interno. Sin embargo, el Tribunal observó que durante el 
proceso ante la Corte, el Estado pretendió desconocer e incluso puso en duda lo que sus órganos 
judiciales y administrativos habían realizado para determinar la verdad de lo sucedido y las 
responsabilidades subsecuentes, así como para reparar a las víctimas, manteniendo la 
controversia sobre los hechos, por lo que el Tribunal procedió a analizar las alegadas violaciones 
a la Convención. 
 
El Tribunal constató que, dada la capacidad letal y la precisión limitada del dispositivo utilizado, 
el lanzamiento del mismo en el casco urbano del caserío de Santo Domingo o cerca de ahí, era 
contrario al principio de precaución reconocido por el Derecho Internacional Humanitario, lo que 
permitió a la Corte declarar la responsabilidad del Estado por la violación del derecho a la vida, 
en perjuicio de las personas fallecidas en el caserío de Santo Domingo, así como del derecho a la 
integridad personal en perjuicio de las personas que resultaron heridas. 
 
Por otro lado, el Tribunal constató que los actos de ametrallamiento contra la población civil por 
parte de miembros de la Fuerza Aérea implicaron un incumplimiento de la obligación de 
garantizar los derechos a la vida e integridad personal, en los términos de la Convención 
Americana, de pobladores de Santo Domingo que se vieron afectados por la puesta en riesgo de 
sus derechos. La Corte también concluyó que el Estado había incumplido con su deber de 
protección especial de las niñas y niños afectados por los hechos de Santo Domingo, toda vez 
que no cumplió con su obligación especial de protección en el marco de un conflicto armado no 
internacional, y consideró que las violaciones de los derechos a la vida e integridad personal 
declaradas anteriormente, deben entenderse en relación con la violación del derecho a las 
medidas especiales de protección de los niños y niñas que fallecieron y de los que resultaron 
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heridos. Del mismo modo, la Corte consideró que el Estado era responsable por la violación del 
derecho a la integridad personal, en perjuicio de los familiares de las víctimas de los hechos.  
 
Como consecuencia, la Corte encontró al Estado responsable por la violación del derecho a la 
vida, reconocido en el artículo 4.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en 
relación con el artículo 1.1 de dicho instrumento, en perjuicio de las personas fallecidas en los 
hechos del 13 de diciembre de 1998 en Santo Domingo, y en relación con el artículo 19 de la 
misma respecto de las víctimas niñas y niños fallecidos. Asimismo, el Tribunal declaró que el 
Estado violó el derecho a la integridad personal, reconocido en el artículo 5.1 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de dicho instrumento, en perjuicio de las personas que 
resultaron heridas en los hechos del 13 de diciembre de 1998 en Santo Domingo, y en relación 
con el artículo 19 de la misma respecto de las víctimas niñas y niños. Además, la Corte declaró 
que Colombia es responsable por la violación del derecho a la integridad personal reconocido en 
el artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de dicho instrumento, 
en perjuicio de los familiares de las víctimas de los hechos ocurridos en Santo Domingo el 13 de 
diciembre de 1998. 
 
La Corte concluyó, asimismo, que la situación de desplazamiento forzado interno que 
enfrentaron las víctimas que resultaron heridas y sus familiares fue consecuencia de la explosión 
del dispositivo cluster en el caserío de Santo Domingo, aunado al miedo y a las afectaciones 
psicológicas que les generaron los enfrentamientos cercanos, así como los referidos 
ametrallamientos, y que por tanto el Estado era responsable de la violación de la libertad de 
circulación y residencia, en relación con el derecho a la integridad personal, respecto de las 
personas heridas en Santo Domingo. Los hechos del presente caso permitieron también al 
Tribunal concluir que los daños producidos por el lanzamiento de una bomba de racimo en Santo 
Domingo son imputables a la Fuerza Aérea Colombiana, y por tanto que el Estado es 
responsable por la violación del derecho a la propiedad, en perjuicio de los dueños de las tiendas 
y viviendas afectadas por ese hecho. Como consecuencia, la Corte encontró al Estado 
responsable por la violación del derecho a la propiedad privada, reconocido en el artículo 21 de 
la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de cuatro de 
las víctimas. Igualmente, el Tribunal declaró que el Estado violó el derecho de circulación y 
residencia, reconocido en el artículo 22 de la Convención Americana, en relación con los artículos 
1.1 y 5.1 de la misma, en perjuicio de las personas que sufrieron desplazamiento por los hechos 
del caso. 
 
Finalmente, la Corte concluyó que en el presente caso no fue demostrada la alegada violación 
del derecho reconocido en el artículo 11 de la Convención Americana, como tampoco fue 
demostrada la alegada violación de los derechos reconocidos en los artículos 8 y 25 de dicho 
tratado, sin perjuicio de lo cual, la Corte declaró que a la luz de la obligación general contenida 
en el artículo 1.1 de la Convención, el Estado debe continuar las investigaciones y procesos 
administrativos y judiciales en curso, y en su caso continuar los demás que correspondan, a 
efectos de determinar completamente los hechos del presente caso y las responsabilidades 
correspondientes. Asimismo, el Tribunal determinó que no procede analizar los hechos del 
presente caso a la luz del artículo 2 de la Convención.  
 
 

V. Reparaciones 
 
Con respecto a las indemnizaciones, el Tribunal señaló que, en atención a que los tribunales 
contenciosos administrativos habían dispuesto indemnizaciones a favor de la mayoría de las 
víctimas en este caso, con base en lo que éstas solicitaron e incluso conciliaron, de conformidad 
con el principio de complementariedad, no correspondía ordenar reparaciones pecuniarias 
adicionales, sea por daño material o inmaterial, a favor de los familiares de las víctimas 
fallecidas, ni de las víctimas heridas en los hechos, que ya han sido reparadas a nivel interno, 
sin perjuicio de la reparación que corresponda a otras de las víctimas que no acudieron a esa 
vía, según lo señalado en la Sentencia. 
 
Por último, la Corte Interamericana de Derechos Humanos expresó que la Sentencia constituye 
una forma de reparación y, adicionalmente, ordenó que el Estado debe: i) realizar un acto 
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público de reconocimiento de responsabilidad internacional por los hechos del presente caso; ii) 
publicar y difundir la Sentencia de la Corte Interamericana; iii) brindar un tratamiento integral 
en salud a las víctimas, y iv) otorgar y ejecutar, en el plazo de un año y a través de un 
mecanismo interno expedito, si correspondiere, las indemnizaciones y compensaciones 
pertinentes por concepto de daños materiales e inmateriales, a favor de varias de las víctimas 
heridas y de varios familiares de víctimas que no acudieron a la jurisdicción contencioso 
administrativo a nivel interno. 
 
El texto íntegro de la Sentencia puede consultarse en el siguiente enlace: 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_259_esp.pdf  
 
 
 
 

- - - - - 
 
Para mayor información diríjase a la página de la Corte Interamericana 
http://corteidh.or.cr/index.cfm o envíe un correo dirigido al Secretario Pablo Saavedra  
Alessandri a corteidh@corteidh.or.cr. 
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